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I. Introducción 

El Comité para la Prevención de la Tortura (CPT) es un órgano de derechos humanos creado en 
cumplimiento de las obligaciones adquiridas por Chile mediante la ratificación del Protocolo 
Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (OPCAT), que establece el deber de los Estados de crear mecanismos nacionales de 
prevención de la tortura para examinar periódicamente el trato de las personas privadas de libertad en 
lugares de detención según la definición del artículo 4 del mismo instrumento. Por medio de la Ley N° 
21.154, publicada el 25 de abril de 2019, se designó al Instituto Nacional de Derechos Humanos 
(INDH) como el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, mandato que ejerce exclusivamente 
a través del Comité para la Prevención de la Tortura (CPT). 

El presente informe da cuenta de una visita de monitoreo preventivo realizada en abril de 2025 al 
Centro de Cumplimiento Penitenciario de Coyhaique y al Centro de Detención Preventiva de Puerto 
Aysén, en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. La selección de ambos recintos 
respondió a su relevancia dentro de la red penitenciaria regional, a la concentración de población 
privada de libertad que albergan y a la concurrencia de antecedentes que justifican una atención 
preventiva específica: los niveles documentados de sobreocupación, el deterioro de la infraestructura, 
la falla del sistema de calefacción central del CDP desde 2023 y el reciente traslado de mujeres 
condenadas desde Coyhaique hacia Puerto Aysén, sin que esa reconfiguración hubiera sido 
acompañada de las condiciones materiales y programáticas necesarias. El propósito de la visita fue 
identificar factores de riesgo de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
examinar las condiciones de privación de libertad y formular recomendaciones orientadas a fortalecer 
las salvaguardas institucionales en ambos establecimientos.  
 
Conviene precisar el alcance de este propósito: la labor del CPT supone un rol preventivo, es decir, 
orientado a la identificación temprana de factores de riesgo y al fortalecimiento de las condiciones 
institucionales destinadas a prevenir la tortura y otros malos tratos. Por ello, cuando el CPT realiza 
visitas a centros de privación de libertad, el equipo de visita se orienta a conocer  los factores de 
riesgo  que puedan incidir en el funcionamiento de las instalaciones como “sistemas”, en lugar de 
centrarse exclusivamente en la situación de las personas que se encuentran privadas de libertad (APT, 
2010). Este enfoque se expresa, además, en la formulación de recomendaciones orientadas al diálogo 
institucional.  
 
El informe se organiza en dos ejes temáticos. El primero examina las condiciones generales de 
privación de libertad: régimen y actividades, condiciones materiales, contacto con el mundo exterior, 
seguridad y disciplina, trato institucional, gestión y capacitación del personal. El segundo eje, 
considerado prioritario en esta visita, aborda el acceso, la disponibilidad y la adecuación de los 
servicios de salud mental en ambos recintos, con atención especial a la continuidad de los 
tratamientos, la dotación de personal especializado, el abordaje de crisis y las necesidades 
diferenciadas por género. En cada dimensión se describen los antecedentes levantados y se 
identifican las brechas a la luz de los estándares nacionales e internacionales aplicables. 

El informe se concentra en lo observado en los recintos visitados y en aquellos aspectos de su 
funcionamiento que inciden directamente en las condiciones de privación de libertad, el resguardo y la 
integridad de las personas bajo custodia. En ese sentido, busca contribuir, sobre la base de 
antecedentes verificables, al fortalecimiento de las salvaguardas institucionales y a la adopción de 
medidas por parte de las autoridades competentes que permitan ajustar las condiciones de privación 
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de libertad a los estándares internacionales de derechos humanos a los que está obligado el Estado 
de Chile. 

II. Contexto de la visita 

La visita al Centro de Cumplimiento Penitenciario de Coyhaique y al Centro de Detención Preventiva 
de Puerto Aysén se inserta en la labor de monitoreo preventivo que desarrolla el CPT respecto de 
establecimientos penitenciarios en las distintas regiones del país. En este marco, la selección de 
ambos recintos respondió a su relevancia dentro de la red penitenciaria regional, a la concentración 
de población privada de libertad que albergan y a la concurrencia de antecedentes que justifican una 
atención preventiva específica por parte del CPT. 
 
En la región de Aysén  del General Carlos Ibáñez del Campo, operan cuatro establecimientos 
penitenciarios bajo la administración directa de Gendarmería de Chile: CCP Coyhaique, CDP Chile 
Chico, CDP Cochrane y CDP Puerto Aysén. Según el reporte estadístico institucional de febrero de 
2026, la capacidad total del sistema penitenciario regional asciende a 256 personas, con una 
población efectiva de 367 personas privadas de libertad, lo que representa  un nivel de ocupación del 
143,4%, evidenciando una situación de sobrepoblación significativa.  
 
 

Tabla. Capacidad de recinto, uso y ocupación total.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de información estadística de Gendarmería de Chile (Febrero, 2026) 

 

El CCP de Coyhaique, inaugurado en 1961, y el CDP de Puerto Aysén, inaugurado en 1995, concentran 
la mayor proporción de la población penitenciaria regional. Ambos recintos presentan niveles de 
sobreocupación que superan su capacidad instalada (172,9% y 143,4%, respectivamente), 
manteniendo recluidas a población masculina y femenina en prisión preventiva y condenada. Esta 
situación constituye un desafío estructural para la administración penitenciaria y para la garantía de 
los derechos humanos de las personas bajo custodia del Estado. 

Las características geográficas de la región determinan condiciones particulares para la gestión 
penitenciaria: la dispersión territorial, la limitada conectividad vial y aérea, y las condiciones climáticas 
extremas, con temperaturas invernales que pueden alcanzar los -3,4°C y humedad superior al 80%, 
generan dificultades tanto para la administración penitenciaria como para el acceso de las personas 
privadas de libertad a servicios especializados. Esta realidad incide de manera especialmente crítica 
en la atención de salud mental, cuya oferta regional se concentra en Coyhaique, donde existe un 
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Recinto Capacidad Población Ocupación (%) 

CCP Coyhaique 96 166 172,9% 

CDP Chile Chico 30 36 120% 

CDP Cochrane 24 13 54,2% 

CDP Puerto Aysén 106 152 143,4% 

TOTAL 256 367   



 

Hospital Regional con Unidad Hospitalaria de Corta Estadía (UHCE) y un Centro de Salud Mental 
Comunitaria (COSAM). En Puerto Aysén, la atención depende de un policlínico de salud mental y, a 
partir de 2025, de un nuevo COSAM recientemente inaugurado.1  

Informes del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH, 2015; INDH, 2018) han advertido sobre 
deficiencias estructurales persistentes en los recintos de la región: hacinamiento, limitaciones en el 
acceso a salud y ausencia de programas de reinserción. Estas observaciones se han mantenido 
vigentes en el tiempo, conforme a los oficios y acciones judiciales impulsadas por la misma 
institución. La Defensoría Penal Pública ha señalado, asimismo, la existencia de desigualdades 
territoriales marcadas y condiciones particularmente precarias para las mujeres privadas de libertad.2 

En materia de infraestructura, el Plan Maestro del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
actualizado en mayo de 2025, contempla la proyección de un nuevo Centro Penitenciario de 
Coyhaique con capacidad para 300 personas de sexo masculino. Este proyecto forma parte del banco 
de iniciativas que busca reducir el hacinamiento y mejorar las condiciones de reclusión en la 
macrozona sur austral. Con todo, su eventual concreción no desplaza el interés preventivo por las 
condiciones actualmente observables en los recintos  de la región. 

Centro de Cumplimiento Penitenciario (CCP) de Coyhaique 

El CCP de Coyhaique se encuentra en la comuna de Coyhaique, capital de la Región de Aysén. Es el 
principal establecimiento penitenciario de la región, destinado a la ejecución de la pena privativa de 
libertad. Sin embargo, en la realidad alberga a población condenada, en prisión preventiva y algunos 
casos de tránsito, a la espera del traslado a otra unidad penal.  Según el último reporte estadístico de 
Gendarmería de Chile, con fecha 28 de febrero de 2026, el Centro de Cumplimiento Penitenciario de 
Coyhaique presenta una capacidad máxima de 96 plazas, registrando en esa fecha una población 
total de 166 personas privadas de libertad, lo que equivale a un 172,9% de ocupación respecto de su 
capacidad instalada. En el global predomina la población masculina. Al desagregar la información por 
sexo, se observa que la sección femenina cuenta con una capacidad de 8 plazas y una población de 7 
mujeres, alcanzando una ocupación del 87,5%. En tanto, la población masculina dispone de 88 plazas 
y registra 159 personas, con un nivel de ocupación del 180,7%. 
 

Tabla N°1.  Capacidad versus ocupación desglosado por sexo y calidad procesal. 
 

 
Elaboración propia a partir de información de Gendarmería de Chile, Reporte Estadístico Institucional al 31 de agosto de 2025. 

 

2 https://www.dpp.cl/sala_prensa/Columnas_detalle/13682/la-realidad-carcelaria-en-aysen 
1https://www.minsal.cl/ministra-de-salud-inaugura-nuevo-cosam-en-puerto-aysen-fortaleciendo-la-red-de-salud-mental-en-la-region/ 
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Sexo Capacidad  Población 
 total 

Imputados Condenados Ocupación  
Total (%) 

Hombres 88 159 42 117  180,7% 

Mujeres 8 7 5 2 87,5% 

Total general 96 166 47 119 172,9% 

https://www.dpp.cl/sala_prensa/Columnas_detalle/13682/la-realidad-carcelaria-en-aysen
https://www.minsal.cl/ministra-de-salud-inaugura-nuevo-cosam-en-puerto-aysen-fortaleciendo-la-red-de-salud-mental-en-la-region/


 

A esta situación se suman factores asociados a la antigüedad de la infraestructura y a su ubicación 
geográfica, que generan dificultades no sólo en términos de capacidad, sino también en aspectos 
estructurales y de habitabilidad, afectando las condiciones de vida de las personas privadas de 
libertad. En atención a ello, según información entregada por la Dirección Regional de Gendarmería, el 
establecimiento se encuentra actualmente en proceso de mejoramiento y conservación, con un 
financiamiento aprobado por parte del Gobierno Regional, para la rehabilitación de su estructura, 
techumbre, fachadas, servicios sanitarios y puertas de celdas, entre otros componentes críticos. 

La población femenina del recinto ha enfrentado deficiencias estructurales históricas, reconocidas 
tanto por organismos de derechos humanos como por la justicia, incluyendo hacinamiento, encierro 
prolongado, ventilación insuficiente, humedad, falta de luz natural y acceso limitado a espacios al aire 
libre. Estas condiciones fueron examinadas por la Corte de Apelaciones de Coyhaique mediante la 
Resolución Rol N° 14-2024, de 15 de marzo de 2024, la que acogió un recurso en favor de mujeres 
privadas de libertad en el CCP. 

En respuesta a estas problemáticas, y con el fin de mejorar la segmentación de la población penal 
femenina en la región, Gendarmería de Chile habilitó, en febrero de 2025, una sección femenina en el 
CDP de Puerto Aysén, trasladando a la mayoría de las mujeres condenadas previamente recluidas en 
el CCP de Coyhaique. Asimismo, se realizaron adecuaciones en la Sección Materno-Infantil con 
mejoras en revestimientos, ventanas, pisos, instalaciones sanitarias y accesos, además de 
implementar medidas complementarias como programas de apoyo a gestantes y convenios de 
traslado. Con anterioridad al presente informe, el CPT emitió un informe específico sobre la Sección 
Materno-Infantil del CCP de Coyhaique, al cual se remite para una revisión particularizada de las 
condiciones de las mujeres gestantes y con hijas/os lactantes. 3 

Centro de Detención Preventiva de Puerto Aysén 

El CDP de Puerto Aysén se encuentra en la ciudad de Puerto Aysén, aproximadamente a 65 kilómetros 
de Coyhaique. Constituye el segundo recinto con mayor capacidad de reclusión de la región, y aunque 
está diseñado principalmente para personas en prisión preventiva, en la práctica alberga tanto a 
personas condenadas e imputadas. Recientemente ha funcionado, además, como alternativa para la 
descongestión y mejor segmentación de la población femenina regional, lo que motivó el traslado de 
la mayoría de las mujeres condenadas previamente recluidas en el CCP de Coyhaique. 

Según las estadísticas de Gendarmería de Chile a febrero del año 2026, de la población total, la 
mayoría son personas condenadas (aproximadamente un 75% con 113 personas). La Sección 
femenina no está considerada aún en la estadística oficial de Gendarmería de Chile para el CDP de 
Puerto Aysén. Según la información recogida por el CPT al momento de la visita, se encontraban 8 
mujeres para un espacio con capacidad de 10 personas.   

El Centro de Detención Preventiva de Puerto Aysén presenta deficiencias estructurales y de 
habitabilidad relevantes, sobre las cuales el Instituto Nacional de Derechos Humanos de la Región de 
Aysén, se ha pronunciado en diversas oportunidades. Estas problemáticas están estrechamente 
vinculadas al deterioro de su infraestructura, las condiciones climáticas extremas de la zona y la falta 
de gestión administrativa efectiva para resolverlas. La principal dificultad es la falla total del sistema 
de calefacción central, inutilizado desde 2023 debido al desperfecto de la caldera instalada en 2019, 
lo que ha dejado a personas privadas de libertad y a personal penitenciario sin calefacción durante 
todo el año, en una región donde las temperaturas invernales son extremadamente bajas.  

3 Informe SMI CCP Coyhaique:  
https://mnpt.cl/wp-content/uploads/2025/06/Informe-Seguimiento-SMI-San-Miguel.pdf 
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En conjunto, estos antecedentes reforzaron la pertinencia preventiva de incluir este recinto en la visita, 
atendida su relevancia regional, su nivel de ocupación y la persistencia documentada de factores de 
riesgo vinculados a la infraestructura. 

III. Objetivos de la visita 

Objetivo general 

Evaluar los factores de riesgo de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
presentes en el CCP de Coyhaique y en el CDP de Puerto Aysén, con foco en el funcionamiento 
general de ambos recintos como dispositivos de custodia del Estado, y formular recomendaciones 
concretas a las autoridades competentes. 

Objetivos específicos 

1.​ Examinar las condiciones de privación de libertad en el CCP de Coyhaique y en el CDP de 
Puerto Aysén, y su relación e incidencia en la prevención de la tortura y otros malos tratos. 

2.​ Evaluar el acceso, la disponibilidad y la adecuación de los servicios de salud mental en ambos 
recintos, con especial atención a la continuidad de cuidados, la dotación de personal 
especializado, el abordaje de crisis y la consideración de necesidades diferenciadas. 

3.​ Analizar los hallazgos levantados durante la visita a la luz de los estándares nacionales e 
internacionales aplicables en materia de privación de libertad y prevención de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

4.​ Formular recomendaciones dirigidas a las autoridades competentes, orientadas a corregir las 
brechas observadas y a fortalecer las salvaguardas institucionales en ambos 
establecimientos. 

IV. Metodología de la visita  

La visita se realizó en el mes de abril del año 2025 y fue encabezada por el experto del área 
penitenciaria, acompañado de un equipo de profesionales integrantes del CPT.  

La elaboración del presente informe se sustentó en una metodología de carácter cualitativo y 
cuantitativo, orientada al levantamiento y análisis de información primaria y secundaria sobre las 
condiciones de privación de libertad de los recintos visitados. 

En el ámbito cualitativo, se realizaron entrevistas individuales y grupales con personas privadas de 
libertad de distintas secciones y con calidades procesales diversas (condenadas e imputadas), 
procurando representar diferencias de género, régimen de cumplimiento y situación de vulnerabilidad 
específica. Se entrevistó, asimismo, a funcionarias/os de trato directo, personal de salud, 
profesionales del área técnica y jefaturas de ambos recintos. Las entrevistas se realizaron en 
condiciones de privacidad y confidencialidad. 

Se realizó, además, una inspección física de las instalaciones de ambos recintos: módulos de 
reclusión masculinos y femeninos, celdas de aislamiento, espacios de salud, áreas de visita, patios, 
cocinas y dependencias comunes. La comisión de visita registró evidencia fotográfica de las 
condiciones constatadas. 

En el ámbito cuantitativo, se revisaron y analizaron bases de datos e información sobre ambos 
recintos, remitidos por la Dirección Regional de Aysén de Gendarmería de Chile con posterioridad a la 
visita. Asimismo, se utilizaron los registros estadísticos de Gendarmería de Chile al 28 de febrero de 
2026.  En ese sentido, el análisis de los hallazgos fue complementado con esta información adicional 

8 



 

requerida por el CPT y que, en su mayoría, tienen fecha de corte al 20 de abril del año 2025. Las 
limitaciones metodológicas relevantes incluyen la imposibilidad de verificar de forma independiente la 
totalidad de los datos estadísticos proporcionados por la institución y las restricciones de tiempo que 
impiden un análisis longitudinal exhaustivo. 

Por último, las fuentes documentales revisadas consideran informes del INDH, oficios institucionales 
dirigidos a Gendarmería, resoluciones judiciales referidas a los recintos penitenciarios visitados y 
documentos de la Dirección Regional de Aysén de Gendarmería de Chile. También, se incluye la 
normativa interna de Gendarmería de Chile, como el Decreto N° 518 del Ministerio de Justicia 
(Reglamento de Establecimientos Penitenciarios), y los estándares internacionales de derechos 
humanos en materia de privación de libertad.  

Análisis y procesamiento de la información  

La información obtenida a través de la aplicación de los instrumentos fue debidamente procesada y 
sistematizada por el equipo del Comité, sirviendo de base para el análisis de los hallazgos y la 
elaboración de las recomendaciones.  

La información se transcribió e integró preservando el anonimato y la confidencialidad de las 
personas entrevistadas. Así, en este informe no se individualiza a las personas involucradas y solo se 
extraen aquellos elementos comunes del testimonio que permitan identificar las áreas de oportunidad 
de mejoras, con el fin de alcanzar los estándares apropiados en el funcionamiento y condiciones del 
recinto penitenciario visitado. En este sentido, como consideración ética en el levantamiento de 
información, durante la realización de las entrevistas, se obtuvo el consentimiento informado de cada 
una de las personas entrevistadas, ya sea por escrito o en las propias grabaciones de audio. Lo 
anterior, con el fin de proteger su identidad y anonimato además de asegurar y honrar la disposición 
de las personas participantes, proporcionando su perspectiva y opiniones. Para estos efectos, durante 
la descripción de los hallazgos, al momento de citar relatos, se establecen dos categorías: personas 
privadas de libertad (PPL) y funcionarias/os, relativo a todas las personas que trabajan en el recinto 
(personal penitenciario, personal administrativo, personal de salud y personal de la empresa 
concesionaria). 

En términos generales, el CPT tuvo acceso a todos los lugares y a las personas privadas de libertad 
conforme a las facultades legales que le otorga su mandato, lo que se vio facilitado por Gendarmería 
de Chile. Se observó, además, una buena disposición de las/os funcionarias/os designados para 
acompañar al equipo durante las jornadas de visita.  

Es importante subrayar que los hallazgos y conclusiones de este informe son representativas del 
momento en que se recopiló la información, retratando una instancia específica del funcionamiento 
de la unidad penal. No obstante, se considera que las impresiones y toda la información obtenida, 
contribuyen a una perspectiva general de las condiciones y funcionamiento de ambos recintos 
penitenciarios visitados por el CPT en la región de Aysén. 

Por último, es preciso considerar que la presencia de observadores externos puede modificar, inhibir o 
fomentar ciertas disposiciones de las personas privadas de libertad, las/os funcionarias/os, el 
personal, las dinámicas entre ellos y las labores que se realizan. Sin perjuicio de lo anterior, existe un 
convencimiento por parte del CPT que hay elementos observables que trascienden el discurso y lo 
aparente, especialmente con la rigurosidad técnica y metodológica aplicada durante la visita. En ese 
sentido, aunque esta influencia no se puede eliminar o sustraer complementamente, es un factor que 
se ha tenido en cuenta al hacer la descripción y análisis de los hallazgos. 
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V. Hallazgos de la visita 

Los hallazgos que se presentan a continuación se organizan por dimensiones de observación. En 
cada dimensión se presentan, primero, los antecedentes descriptivos relevantes y, luego, una 
apreciación analítica del CPT, destinada a identificar la brecha principal advertida, explicar su 
relevancia preventiva y conectarla con los estándares internacionales específicamente pertinentes. La 
primera dimensión agrupa las condiciones de privación de libertad observadas en ambos recintos; la 
segunda se concentra en el acceso, disponibilidad y atención en salud mental, eje temático prioritario 
de esta visita. 

En términos generales, la información recopilada permite concluir que ambos recintos presentan 
condiciones que generan riesgos relevantes para la integridad y dignidad de las personas privadas de 
libertad. Las deficiencias identificadas no responden a fallas puntuales de gestión, sino a un patrón de 
abandono presupuestario, déficit de dotación y ausencia de supervisión efectiva que afecta de modo 
transversal a las dimensiones examinadas y a las condiciones de vida de las personas privadas de 
libertad. 

1. Condiciones de privación de libertad  

1.1. Régimen y actividades  

CCP Coyhaique 

En el CCP de Coyhaique, el régimen de actividades presenta diferencias relevantes según género, 
situación procesal y régimen de aislamiento. La población condenada cuenta con horario de 
desencierro desde las 08:30 hasta las 16:30 horas aproximadamente. Durante estas horas, las 
personas se mantienen en lo que denominan “carretas” que consisten en espacios habilitados para un 
grupo de personas distribuidas por convivencia y según las celdas asignadas. Al interior de las 
carretas se desarrollan diversas actividades orientadas al uso del tiempo. En algunos casos, se 
dispone de televisores, mientras que otras personas están leyendo, escribiendo o realizando 
actividades vinculadas a oficios artesanales. Dada las condiciones climáticas de la región, a pesar de 
la disponibilidad del patio al aire libre, la gran mayoría de la población se mantiene bajo techo.  

Las personas imputadas acceden al patio en dos bloques diferenciados: entre las 09:30 y las 12:00 
horas, y desde las 12:00 hasta las 14:00 horas. Sin embargo el tiempo al aire libre es poco utilizado, 
por la falta de espacio y condiciones adecuadas.  

Fotografía. Espacio y condiciones del patio en módulo de condenados. 

 

 

 

 

 

 

 

 

10 



 

Fotografía. Espacio del patio en el módulo de imputados. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las personas en aislamiento acceden a espacios diferenciados y de dimensiones reducidas, con un 
tiempo limitado de salida a pasillos o al aire libre, que no supera, en general, las dos horas diarias. 

Se constata, además, la existencia de un sector denominado coloquialmente por la propia población 
como “aislados de los aislados”, donde se ubican personas en especial situación de vulnerabilidad 
(incluyendo al menos una con diagnóstico de esquizofrenia) que son segregadas bajo este régimen 
de facto, sin que ello responda a criterios técnicos formalmente establecidos. En este contexto, el uso 
del tiempo se restringe a un patio asignado exclusivamente a esta población, lo que refuerza las 
condiciones de aislamiento y segmentación al interior del recinto. 

Entre la población masculina imputada, se dispone de una mesa de ping pong como alternativa 
recreativa; sin embargo, se reporta que ésta se encuentra en condiciones deficientes y que no siempre 
se facilita el equipamiento necesario para su uso. Por su parte, la población masculina condenada 
cuenta con una cancha deportiva habilitada en horarios acotados —entre las 10:00 y las 12:00 horas, y 
de 14:00 a 16:00 horas— en la que se desarrollan actividades como campeonatos de fútbol. No 
obstante, se plantea la necesidad de ampliar el acceso a este espacio, considerando la alta 
concentración de personas en sectores de uso común y las limitadas posibilidades de 
desplazamiento. 

La población femenina dispone de un tiempo de desencierro equivalente al del régimen penitenciario 
general. Durante ese período, acceden principalmente a actividades recreativas, como zumba y 
gimnasia, así como a recursos de la biblioteca y materiales para la realización de tejido y trabajos en 
lana. No obstante, se reportan diferencias en el acceso a actividades en comparación con la 
población masculina, evidenciándose una asignación de tareas y oportunidades marcadamente 
diferenciada por género. En este sentido, las mujeres señalan que están vinculadas a labores 
domésticas o de mantención, mientras que los hombres acceden a talleres y espacios formativos 
más diversos: “Por ejemplo, ellos tienen cocina, están en estadística, están en los computadores, están 
en el taller, y nosotras ordenamos (…) a mí me asignan el pasillo (…) yo saco la basura (…) tengo el patio y 
lavandería. Tenemos los quehaceres de acá” (PPL). 

En general, se observan diferencias en la oferta y acceso a actividades según género. En el caso de 
las mujeres, la oferta de capacitación y trabajo es más reducida. Se registran cursos esporádicos 
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vinculados a programas anuales, junto con talleres de oficios como manicura y tejido. Las personas 
que se encuentran en la sección femenina del recinto, indican que estas instancias son limitadas en 
cobertura y frecuencia, y que en la práctica se orientan principalmente a mujeres condenadas, las que 
por segmentación regional están destinadas al CDP de Aysén y que excepcionalmente se encuentran 
en este espacio. Asimismo, refieren una menor disponibilidad de oportunidades laborales y de acceso 
a beneficios en comparación con la población masculina. 

Según la fecha de consulta a Gendarmería, esto es, abril del año 2025, el programa de reinserción del 
CCP contaba con la participación de 57 personas (55 hombres y 2 mujeres). La unidad dispone de 
solo dos gestores de caso, lo que implica una carga aproximada de 28,5 personas por profesional, 
situación que puede afectar la calidad, intensidad y continuidad de las intervenciones 
individualizadas. Asimismo, se reportan casos de personas condenadas que, pese a haber suscrito su 
plan de intervención, permanecen por más de 30 días sin la asignación de un gestor de caso, lo que 
evidencia brechas en la implementación oportuna del programa. 

El acceso a talleres laborales (mueblería, panadería) y al Centro de Educación y Trabajo (CET) se 
encuentra condicionado por criterios de conducta acumulada, lo que puede derivar en tiempos de 
espera de varios meses. Se señala que existirían criterios discrecionales en la asignación de puestos 
de trabajo y diferencias de acceso por tipo de delito. Al momento de la visita, 81 personas del total de 
la población penal, realizaban alguna forma de trabajo remunerado o no remunerado. 

CDP Puerto Aysén  

El CDP de Puerto Aysén organiza su régimen interno sobre la base de una segmentación espacial y 
funcional entre personas condenadas y en prisión preventiva, y población masculina y femenina, lo 
que se traduce en la utilización de dependencias diferenciadas para cada grupo.  
 
En ese contexto, las personas en prisión preventiva acceden al espacio al aire libre de manera rotativa 
y supeditada a las condiciones climáticas, pudiendo transcurrir días y semanas completas sin acceso 
efectivo. Las personas condenadas cuentan con horarios de desencierro más regulares. Como 
medidas para el uso del tiempo el recinto cuenta con una biblioteca de aproximadamente 500 libros, 
resultado de un taller de lectura ejecutado durante el año 2024. Además, está disponible la oferta del 
programa DRAC (Deporte, Recreación, Arte y Cultura) que incluye campeonatos de fútbol y tenis de 
mesa. En este caso, al momento de la visita se estaba a la espera de firmar un Convenio con la 
Corporación de Deportes de la Municipalidad de Aysén para contar con monitores deportivos. 
Asimismo, se encontraban disponibles talleres de origami y costura.  

La situación de las mujeres es especialmente crítica. Al momento de la visita, habían sido trasladadas 
recientemente desde el CCP de Coyhaique y no contaban con ningún programa ni actividad 
estructurada. Las personas entrevistadas señalaron que sus posibilidades de ocupación se reducían a 
tejer cuando disponían de lana y a ejercitarse con algunas máquinas disponibles en el módulo, 
describiendo extensas jornadas de inactividad. El personal reconoció esta situación, mencionando 
que la reciente habilitación de la sección, no ha permitido adaptar aún su oferta a las necesidades 
específicas de la población femenina. 

"Desde que llegamos aquí no ha habido ningún proyecto, ningún taller como para nosotras y la 
municipalidad promete un profesor, un profesor, pero hasta el día de hoy no hay." "Dormimos 
todo el día, no tenemos ganas de nada." "No tenemos nada que hacer y yo le cuento, tengo 
mucha energía, pero no sé qué hacer aquí" (PPL). 

 
"Mientras más tiempo los tengamos sin hacer nada, pues es que el caldo de cabeza es grande" 
"Están sin actividades por lo mismo, porque se han ido adaptando porque como le digo, es 
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todo es para hombres. Entonces, con ellas es todo diferente. Se han ido adaptando, ya vino la 
municipalidad, le ofreció un sinfín de cosas, pero más allá nosotros no podemos hacer más 
que esperar al a lo que nos digan ellos" (Funcionarios/as) 

 
Según los relatos recogidos tanto en población masculina y femenina, la falta de actividades 
recreativas y oferta de reinserción social, afecta directamente el estado emocional y psicológico de 
las personas privadas de libertad. 
 

"En actividades, más actividades, más recursos para poder tener más actividades, que  nos 
beneficie, porque ahí tú te motivas a seguir haciendo cosas bien, a seguir con tu buena 
conducta porque sabes que te están dando beneficios, pero si no te dan beneficios es como en 
vano. Y ahí donde te empiezas a quemar, a quemar como se dice y ahí donde vienen las 
dificultades psicológicas" (PPL).  

 
La oferta programática para la reinserción social es escasa y tiene un alcance limitado respecto al 
total de la población penal en el recinto. Esta cobertura es inferior a la mitad de la población 
condenada y la participación femenina en estos programas es marginal (sólo 1 persona). Las 
intervenciones especializadas del programa, responden a las siguientes: 
 

Tabla N°. Oferta programática vigente de reinserción social en el CDP de Puerto Aysén y cantidad de participantes.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Elaboración propia a partir de la información entregada por Gendarmería de Chile.  
 

En base a lo anterior, aún hay un porcentaje significativo de personas privadas de libertad que no 
acceden a ningún tipo de intervención de reinserción social.  
 
En el ámbito de la capacitación laboral, esta se vio afectada producto de la pandemia de COVID-19. 
Antes del año 2020 se desarrollaban hasta diez cursos anuales (mueblería, panadería, gasfitería, entre 
otros); posterior a la visita, Gendarmería informa que actualmente, solo hay 10 cupos en taller de 
madera, 10 en cocina remunerada y un CET cerrado con cupo para 15 personas.  
 
Por último, el acceso a educación enfrentaría barreras administrativas vinculadas a la falta de gestión 
oportuna de documentación por parte de Gendarmería, lo que ha generado que algunas personas 
privadas de libertad pierdan años académicos completos. No obstante lo anterior, la oferta disponible 
para el recinto, consiste en: nivelación presencial, nivelación presencial con Liceo Politécnico de 
Aysén,  nivelación por exámenes libres (educación media y básica) y Programa PAES para acceso a 
educación superior, coordinado con DEMRE y Dirección General de Gendarmería.  
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Programa N° personas participantes 

Pares antisociales 1  

Actitud y Orientación Pro criminal 4  

Ofensores sexuales masculino 13  

tratamiento del consumo problemático de alcohol 
y drogas (CTA) 

 8 

Total 26 



 

Análisis del CPT 

Los estándares internacionales de derechos humanos, particularmente las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Naciones Unidas, 2015, Reglas Nelson 
Mandela) así como los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas (CIDH, 2008), establecen que la privación de libertad debe orientarse a la 
reinserción social mediante el acceso efectivo a la educación, formación y actividades culturales, 
asegurando su disponibilidad para todas las personas sin discriminación. Asimismo, se enfatiza que 
estos programas deben responder a necesidades individuales y estar disponibles tanto para personas 
condenadas como para aquellas en prisión preventiva. También, como parte de favorecer la 
reinserción social y desarrollo personal, es fundamental asegurar horas de desencierro en espacios 
abiertos, al aire libre y con luz solar a efectos de evitar regímenes de encierro asimilables al 
aislamiento o confinamiento en solitario, con consecuencias negativas en el bienestar físico y 
psicológico de las personas.  

Lo observado en ambos recintos evidencia factores de riesgo significativos respecto de estos 
estándares. En el CCP de Coyhaique, la relación de dos gestores de caso para cincuenta y siete 
personas condenadas activas limita la posibilidad de acompañamiento individualizado conforme a 
las Reglas Nelson Mandela (Reglas 89 a 103). La sobrecarga institucional descrita hace inviable un 
acompañamiento adecuado, debilitando la efectividad de cualquier estrategia de reinserción social. 
Asimismo, en dicho establecimiento el acceso a programas de reinserción queda condicionado por 
factores discrecionales que no tienen correlato normativo, tanto en el ámbito laboral como educativo. 
Esto configura una brecha en accesibilidad, que contraviene el principio de universalidad del derecho 
a la educación y a la reinserción, así como la exigencia de que los programas se ofrezcan en función 
de necesidades individuales y no de criterios  restrictivos. 

En el CDP, las mujeres carecen de toda actividad estructurada, situación que no puede justificarse por 
la reciente habilitación de la sección, ya que las condiciones mínimas de régimen deben garantizarse 
desde el ingreso.  Así, se identifica una brecha de acceso efectivo y no discriminación. La ausencia de 
oferta estructurada para las mujeres en el CDP configura un factor de riesgo relevante desde la 
perspectiva de la no discriminación, atendido que los estándares internacionales subrayan la 
necesidad de ofrecer actividades que tenga en cuenta las necesidades propias del género (Naciones 
Unidas, 2010, Reglas de Bangkok, Regla 42). Al respecto, es esencial que las instituciones de encierro 
con población femenina o diversa, cuente con actividades que no tiendan a reforzar los estereotipos y 
estigmatizaciones de género. Lo mismo sucede con personas con alguna discapacidad física o 
mental, las que no pueden estar sujetas a discriminaciones en el acceso a actividades recreativas y 
de reinserción social. Según la Asociación para la Prevención de la Tortura, el sistema penitenciario 
debe adaptarse en términos de infraestructura y contenido, para garantizar el acceso igualitario a las 
actividades y adecuado uso del tiempo libre en el régimen de encierro que permitan el desarrollo y 
mantenimiento del bienestar físico y emocional de todas las personas privadas de libertad. 

En ambos establecimientos, la ausencia de oferta diferenciada para mujeres constituye una 
vulneración a las obligaciones específicas derivadas de las Reglas de Bangkok. En ese sentido, la 
Corte IDH, en su Opinión Consultiva OC-29/22, consolida la interpretación en cuanto a que el deber 
reforzado de garantía respecto de personas privadas de libertad de especial protección, implica no 
solo prevenir violaciones de derechos humanos en contextos de encierro institucional, sino también la 
necesidad de adoptar medidas diferenciadas y afirmativas que atienda, entre otras cosas, el diseño de 
políticas penales y penitenciarias con perspectiva de género e interseccionalidad.4 

4 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2022). Enfoques diferenciados respecto de determinados grupos de 
personas privadas de la libertad (Interpretación y alcance de los artículos 1.1, 4.1, 5, 11.2, 12, 13, 17.1, 19, 24 y 26 de la 
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1.2. Condiciones materiales de detención  

La visita permitió constatar diversas deficiencias que afectan las condiciones de habitabilidad en 
ambos recintos penitenciarios de la región. Si bien se observan esfuerzos institucionales por 
mantener las dependencias en funcionamiento, persisten problemas de infraestructura, hacinamiento, 
higiene y provisión básica de servicios que son de carácter estructural y que inciden directamente en 
la dignidad y bienestar general de las personas privadas de libertad.  

CCP Coyhaique 

Las condiciones materiales más críticas se concentran en los sectores de aislamiento masculino, 
donde hasta tres personas comparten celdas de aproximadamente 2x2 metros durante extensos 
períodos de encierro. Estas condiciones implican una alta restricción del espacio individual 
disponible, limitando significativamente la habitabilidad y circulación de las personas recluidas en 
este régimen. Las personas entrevistadas reportan, además, deficiencias en los servicios higiénicos, 
los que describen como insalubres y sin condiciones adecuadas de privacidad. Esto es coincidente en 
su totalidad con lo observado por el equipo del CPT en el lugar. 

Una situación de particular gravedad es la ausencia de servicios higiénicos al interior de las celdas en 
los módulos masculinos. Durante los períodos de encierro nocturno que se extienden desde las 16:30 
hasta las 08:30 horas, las personas no tienen acceso a baños, lo que las obliga a realizar sus 
necesidades fisiológicas en bolsas o baldes dentro de las celdas. Esta práctica afecta tanto a 
personas en aislamiento como a la población general condenada e imputada, y es reconocida por el 
propio personal del recinto, que la atribuye a limitaciones estructurales de la infraestructura. 

En el caso de personas en aislamiento, se reporta el uso de bolsas al interior de las celdas, las que 
posteriormente son dispuestas fuera de estos espacios para mitigar los malos olores, considerando 
las reducidas dimensiones y el número de ocupantes. Esta situación se agrava en contextos de salud 
deteriorada, donde la imposibilidad de acceso oportuno a servicios higiénicos genera episodios de 
alta vulnerabilidad. 

Por su parte, en módulos de población condenada e imputada, se observa el uso de recipientes como 
baldes o tarros para estos fines. El acceso a servicios higiénicos durante el horario de desencierro, 
resulta insuficiente para cubrir las necesidades fisiológicas básicas en condiciones dignas.  

En contraste, en la sección femenina se reportan condiciones generales de habitabilidad más 
favorables. Las internas cuentan con servicios higiénicos al interior de las celdas; sin embargo, 
refieren problemas persistentes de humedad y bajas temperaturas. Con todo, en base a la 
observación realizada el CPT considera que este espacio no tiene las condiciones mínimas para 
mantener a personas en especial situación de vulnerabilidad como personas con problemas de 
movilidad física, así como personas gestantes  y/o con lactantes. 

 

 

 

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros instrumentos que conciernen a la protección de los derechos 
humanos). Opinión Consultiva OC-29/22 de 30 de mayo de 2022, párr. 126. 
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Fotografía. Baño sección femenina. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Desde la perspectiva institucional, funcionarios de trato directo coinciden en caracterizar la 
infraestructura del CCP de Coyhaique como deficiente, destacando su antigüedad, la presencia de 
celdas sin servicios higiénicos y el uso de materiales poco adecuados, como puertas de madera, lo 
que limita las condiciones de seguridad y habitabilidad. Entre las condiciones de alojamiento, el 
equipo del CPT observa falta de ventilación, iluminación natural y espacios reducidos para el 
descanso y circulación de las personas. A esto se suma sobrecarga de artefactos eléctricos y 
conexiones artesanales peligrosas para la seguridad e integridad de las personas privadas de 
libertad.  

Fotografía. Dormitorios de población condenada CCP Coyhaique.  
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En relación con la alimentación, la dieta reportada es de baja variedad, con predominio de 
carbohidratos y presencia ocasional de proteínas. Las personas en aislamiento describen una 
alimentación aún más limitada, basada principalmente en arroz, fideos y productos lácteos. En cuanto 
a la colación, generalmente se entrega una hallulla con una porción reducida de acompañamiento 
(referida por la población como “manchado”) que puede consistir en palta, mantequilla, paté o 
mermelada. 

Fotografía. Colación población masculina CCP Coyhaique. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por último, el espacio destinado a las visitas familiares y de redes de apoyo carece de sistema de 
calefacción, lo que lo convierte en un entorno con bajas temperaturas. A ello se suma la presencia de 
filtraciones de agua y humedad, condiciones que afectan especialmente a personas mayores, 
personas con discapacidad física y a niños, niñas y adolescentes que ingresan al recinto 
penitenciario. 

Fotografía. Formas de contener el agua en el espacio de visitas.  
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CDP Puerto Aysén  

Si bien el nivel de sobreocupación global no alcanza umbrales extremos, se identifican condiciones 
especialmente críticas de sobrepoblación en el módulo de imputados, donde la densidad habitacional 
es severamente mayor a su capacidad. Las personas entrevistadas señalaron reticencia a presentar 
reclamos colectivos frente a las condiciones de habitabilidad, ante el temor de consecuencias 
negativas o la pérdida de derechos: “Soportamos el hacinamiento de cierta forma, para tener algún tipo 
de regalía, como una llamada telefónica a un familiar” (PPL). Esta situación incide en la tolerancia de 
condiciones materiales deficientes, que afectan directamente el bienestar psíquico de las personas 
privadas de libertad.   

El módulo de imputados también presenta filtraciones de aguas servidas desde los pisos superiores, 
lo que genera que ingrese agua que moja las camas, la ropa colgada y el espacio en general. Las 
personas entrevistadas describieron esta situación en términos inequívocos: “El agua que ven abajo es 
orina, cae de ahí la orina de los módulos de arriba y gotea las mismas camas” (PPL, módulo imputados 
CDP). 

Fotografía. Filtraciones en Colectivo imputados. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En la sección femenina también se observan filtraciones de agua, duchas sin agua caliente, servicios 
higiénicos sin separación adecuada y ausencia de condiciones de privacidad. Se advierte, asimismo, 
que el recinto carece de instalaciones adecuadas para mujeres gestantes o en período de lactancia. 
Por esta razón, la población regional en dicha situación se mantiene en el CCP de Coyhaique, recinto 
en el que se han efectuado transformaciones y adecuaciones para su atención.5 

Al respecto, se advierten limitaciones estructurales y de dotación que dificultan la habilitación de 
espacios diferenciados, como secciones para mujeres o para personas con necesidades específicas 
de salud:  

5 Los hallazgos específicos sobre las condiciones de la Sección Materno Infantil en el CCP de Coyhaique, se encuentra en 
el siguiente informe de visita del MNPT:  
https://mnpt.cl/wp-content/uploads/2025/05/Informe-Seccion-Femenina-SMI-CCP-Coyhaique.pdf 
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Si usted crea algo nuevo, ¿cómo lo crea? Personal nuevo, dependencias nuevas, condiciones 
distintas. Usted no puede pretender que nosotros con la misma cantidad de funcionarios 
abramos una sección nueva”, y agregaron: “¿Qué pasa si yo tuviera una mujer embarazada? 
¿Dónde la dejo? ¿Dónde tengo la dependencia especial para ella?” (…) Nunca se ha 
implementado como corresponde”. (Funcionario/a) 

La administración penitenciaria del lugar, reconoce la existencia de problemas recurrentes en la 
infraestructura del establecimiento, particularmente en sistemas de ventilación, calefacción y 
salubridad. El equipo del CPT, observa in situ condiciones ambientales básicas inadecuadas, falta de 
higiene y salubridad en los baños y servicios sanitarios, espacios con alta presencia de humedad y 
hongos, así como la falta de agua caliente y calefacción. 

Fotografía. Cierre, ventilación y luz natural en dormitorios.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En el caso del sistema de calefacción central del recinto, éste se encuentra inutilizado desde 2023 por 
el desperfecto de la caldera instalada en 2019. En su reemplazo, se utilizan calefactores eléctricos 
domésticos de uso restringido, lo que resulta manifiestamente insuficiente en una región con 
temperaturas invernales extremas. En el módulo femenino, el uso de estufas a pellet genera 
problemas de ventilación durante la noche, con riesgo de acumulación de monóxido de carbono.  

Se reportan fallas recurrentes en el sistema eléctrico, lo que genera sobrecarga en la red, derivando en 
cortes de suministro. Estas interrupciones afectan tanto la climatización de los espacios como el uso 
de artefactos personales y la realización de actividades cotidianas, incluyendo aquellas que requieren 
iluminación adecuada. Se observan conexiones eléctricas peligrosas y artesanales para obtener luz. 
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Fotografía. artefactos y conexiones para luz artificial en dormitorios comunes.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por último, el presupuesto diario para alimentación ascendería solo a $3.300 por persona, incluyendo 
al personal del recinto, lo que condiciona la posibilidad de ofrecer una dieta suficiente y equilibrada: 
“3300 pesos por día para la alimentación y para los funcionarios es lo mismo (...) imagínese los 
malabares que tiene que hacer el ranchero para sacar las comidas” (funcionarias/os). 

Fotografía. Rancho del día de la visita del CPT al CCP Puerto Aysén.  
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Análisis del CPT 

Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Naciones Unidas, 
2015, Reglas Nelson Mandela, Regla 12) exigen que cada recluso disponga de espacio suficiente, 
iluminación y ventilación adecuadas. El Comité contra la Tortura (CAT) y el Subcomité para la 
Prevención de la Tortura (SPT) han considerado sistemáticamente que el hacinamiento severo puede 
constituir trato cruel, inhumano o degradante.  En ambos establecimientos penitenciarios, la 
sobreocupación verificada excede la capacidad instalada y genera condiciones de hacinamiento 
especialmente críticas en módulos utilizados para un régimen de aislamiento, así como módulos de 
personas en prisión preventiva.  

En materia de higiene y salubridad, el acceso regular y suficiente a agua potable y a servicios 
sanitarios adecuados forma parte integrante del derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud, conforme al artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
A su vez, la privación de estas condiciones básicas —o su acceso en niveles que comprometan la 
dignidad y la integridad de las personas— puede configurar una vulneración de la prohibición absoluta 
de la tortura y de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, consagrada en el artículo 7 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 5.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. En este sentido, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 
Tratamiento de los Reclusos (Naciones Unidas, 2015, Reglas Nelson Mandela, Reglas 15 y 16) 
establecen que toda persona privada de libertad debe disponer, en todo momento, de instalaciones 
sanitarias suficientes, en condiciones de higiene y con resguardo de la privacidad. Asimismo, los 
Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas (CIDH, 2008) reconocen expresamente el acceso a servicios sanitarios adecuados como un 
estándar básico de trato digno.  

A la luz de estos estándares, la imposibilidad de acceder a servicios higiénicos durante 
aproximadamente 16 horas diarias constituye una brecha crítica, en tanto implica una restricción 
desproporcionada e incompatible con las condiciones mínimas exigidas por el derecho internacional 
de los derechos humanos. Del mismo modo, la presencia de filtraciones de aguas servidas en 
espacios destinados al descanso configura una afectación adicional y grave a las condiciones de 
salubridad, al exponer a las personas a riesgos sanitarios y a un entorno incompatible con la dignidad 
humana. En su conjunto, estas situaciones dan cuenta de un déficit estructural en las condiciones 
materiales de detención, que requiere medidas urgentes de corrección. La persistencia de estas 
brechas no solo compromete el cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado, sino 
que también puede configurar tratos crueles, inhumanos o degradantes e incluso, en determinados 
contextos, alcanzar el umbral de tortura, en atención al impacto sostenido que generan en la 
integridad física y psíquica de las personas privadas de libertad y en la afectación de su dignidad 
como principio rector de la función penitenciaria. 

Por otra parte, las Reglas 13 y 14 de las Reglas Nelson Mandela (Naciones Unidas, 2015) exigen que 
los locales de reclusión cumplan con requisitos de higiene, temperatura adecuada al clima del lugar, 
ventilación e iluminación natural suficiente. En el contexto de la Región de Aysén, con temperaturas 
invernales extremas, la provisión de calefacción adecuada es una obligación reforzada. El riesgo de 
intoxicación por monóxido de carbono o de incendio por instalaciones eléctricas precarias involucra 
además el derecho a la vida y a la integridad física (CADH, art. 4 y 5; PIDCP, art. 6 y 7). La ausencia de 
calefacción funcional en una región de clima extremo, sin solución estructural, constituye una omisión 
institucional persistente. Las instalaciones eléctricas artesanales y el uso de combustión sin 
ventilación adecuada generan riesgos activos para la vida e integridad de las personas, configurando 
una brecha tanto preventiva como reactiva frente a las obligaciones del Estado en esta materia.  
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El derecho a una alimentación adecuada forma parte del derecho al nivel más alto posible de salud 
(PIDESC, art. 11 y 12). Al respecto, los estándares establecen que todo recluso recibirá alimentación 
de valor nutritivo suficiente para el mantenimiento de su salud, preparada y servida en condiciones 
higiénicas (Naciones Unidas, 2015, Reglas Nelson Mandela, Regla 22). El presupuesto asignado es 
manifiestamente insuficiente para garantizar una alimentación digna y nutricionalmente adecuada, 
situación agravada por el hecho de que ese monto se comparte con el personal penitenciario. La 
brecha es tanto de asignación presupuestaria como de política pública penitenciaria. 
 
Por último, la Opinión Consultiva OC-29/22 de la Corte Interamericana desarrolla estándares 
específicos que obligan a los Estados a adoptar un enfoque diferenciado respecto de determinados 
grupos privados de libertad, no sólo en términos formales, sino también en las condiciones materiales 
de detención. En particular, la Corte IDH establece que el acceso a servicios básicos como agua 
potable, saneamiento, alimentación adecuada y atención en salud, constituye un presupuesto 
indispensable para una vida digna en prisión, considerando que las personas privadas de libertad no 
pueden satisfacer estas necesidades por sí mismas y se encuentran bajo la posición de garante del 
Estado. Asimismo, advierte que las condiciones estructurales de sobrepoblación y hacinamiento, 
ampliamente extendidas en la región, no solo agravan la vulnerabilidad de la población penitenciaria, 
sino que impactan directamente en el acceso efectivo a estos servicios, deteriorando las condiciones 
de habitabilidad y pudiendo constituir por sí mismas una vulneración a la integridad personal . En este 
marco, la Corte enfatiza que estas afectaciones se intensifican respecto de grupos en situación de 
especial riesgo, como mujeres, personas mayores, niños y niñas, o personas con discapacidad,  
cuando no existen condiciones diferenciadas que atiendan sus necesidades específicas, lo que 
reproduce situaciones de discriminación estructural y profundiza las brechas en el ejercicio de sus 
derechos. Por tanto, la ausencia de infraestructura, servicios y regímenes adecuados a estas 
particularidades no solo evidencia un déficit material, sino también un incumplimiento del deber 
estatal de garantizar condiciones de detención compatibles con la dignidad humana y el principio de 
igualdad y no discriminación. 
 
En conjunto, los hallazgos describen un incumplimiento de los estándares internacionales aplicables 
a las condiciones materiales de detención. La ausencia de acceso a servicios higiénicos durante el 
encierro nocturno, la falta de calefacción funcional en una región de clima extremo y las instalaciones 
eléctricas precarias configuran factores de riesgo cuya persistencia resulta incompatible con las 
exigencias del artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y del artículo 7 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sobre la prohibición de la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanas y degradantes.  

1.3. Contacto con el mundo exterior  

CCP Coyhaique 

En el CCP de Coyhaique se observan restricciones significativas y diferenciadas en el acceso al 
contacto con el mundo exterior, las cuales inciden de forma directa en la mantención y 
fortalecimiento de redes familiares y de apoyo.  

En materia de visitas presenciales, la población masculina en prisión preventiva recibe visitas los días 
jueves y domingo. No obstante, se constatan deficiencias en las condiciones del espacio habilitado, el 
cual presenta problemas de mantención, condiciones sanitarias inadecuadas y carece de 
adaptaciones para niñas, niños y adolescentes, así como para mujeres y personas mayores. En el 
caso de población masculina condenada, se reporta una disminución en la cantidad de días de visita 
en comparación con períodos anteriores, sin que se identifiquen criterios claros o debidamente 
fundamentados que expliquen dicha reducción. Por su parte, la sección femenina accede a visitas los 
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días martes y sábado, destacándose el rol de las redes externas en el sostenimiento de los vínculos 
familiares y de apoyo. Sin embargo, estas visitas se desarrollan en un espacio compartido con 
población masculina, sin condiciones diferenciadas que resguarden adecuadamente sus necesidades 
específicas. 

Se constata la ausencia total de visitas para personas sujetas a régimen de aislamiento, tanto 
hombres como mujeres, lo que configura una restricción particularmente intensa al contacto con el 
exterior. Esta situación resulta especialmente crítica considerando que, la falta de redes de apoyo 
(frecuente en personas provenientes de otras regiones) incrementa la vulnerabilidad psíquica y el 
deterioro del bienestar emocional. 

En cuanto a la comunicación telefónica, se identifican limitaciones relevantes, particularmente 
respecto de las personas que se encuentran en régimen de aislamiento, quienes reportan la ausencia 
de un acceso regular a llamadas telefónicas o videollamadas. En el caso de población masculina 
condenada, este acceso se encuentra supeditado a procedimientos formales que no siempre resultan 
eficaces y transparentes, lo que genera percepciones de discrecionalidad y de trato desigual en su 
asignación. 

Respecto de las encomiendas, en la sección femenina se observa que las mujeres sin apoyo familiar 
logran acceder a insumos básicos mediante redes externas financiadas o por otras compañeras, lo 
que atenúa parcialmente la ausencia de vínculos directos. En el caso de la población masculina 
condenada, en cambio, se reportan dificultades en los procesos de ingreso de productos, los que 
serían aplicados con criterios variables. Asimismo, se identifican situaciones que afectan 
indirectamente a las familias, tanto por el trato recibido durante la entrega de encomiendas como por 
demoras en su recepción. 

A nivel disciplinario, se observa un uso altamente concentrado de la sanción de privación total de 
visitas, la que se aplica en 336 de 340 registros (99,3%), incluyendo no solo faltas graves, sino 
también infracciones de menor entidad. La duración promedio de esta sanción alcanza los 18 días, 
con rangos que oscilan entre 5 y 30 días. Esta aplicación prácticamente uniforme, con independencia 
de la gravedad de la conducta, evidencia una limitada diversificación de respuestas sancionatorias y 
plantea serias dudas respecto del cumplimiento de los principios de proporcionalidad y gradualidad. 

En su conjunto, los antecedentes dan cuenta de un acceso restringido, desigual y en ocasiones 
inexistente a mecanismos de contacto con el exterior, particularmente en contextos de aislamiento y 
en aplicación del régimen disciplinario. Estas condiciones no solo afectan el ejercicio de derechos 
asociados al mantenimiento de vínculos familiares, sino que también pueden incidir negativamente en 
el bienestar psicosocial de las personas privadas de libertad y en sus posibilidades de reinserción 
social. 

CDP Puerto Aysén  

En relación con el contacto con el exterior, se reporta que un grupo de entre 10 y 15 hombres 
condenados no recibe visitas, lo que incide directamente en su acceso a insumos básicos, generando 
en muchos casos una dependencia del apoyo de otras personas privadas de libertad con redes de 
apoyo estable. En la sección femenina, las visitas son poco frecuentes, situación atribuida 
principalmente a la distancia geográfica, considerando que una parte importante de las familias 
reside en Coyhaique. Como medida de mitigación, el establecimiento ha dispuesto horarios 
diferenciados de visita los días martes y domingo en jornada de tarde, con el propósito de facilitar los 
desplazamientos. 
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En general las personas privadas de libertad refieren restricciones significativas en el acceso a 
llamadas telefónicas que van más allá de lo establecido en la normativa vigente. Esto afecta en mayor 
medida a personas imputadas y mujeres. En el caso de la población femenina, señalaron que, pese a 
haberse comprometido el acceso a videollamadas al momento del traslado desde el CCP de 
Coyhaique, este sistema aún no está funcionando. El recinto no cuenta con conectividad a internet 
que permita implementar dicha modalidad. 

En relación con las encomiendas, su recepción se encuentra restringida a días específicos de la 
semana (lunes, miércoles y sábados). Las personas en prisión preventiva refieren limitaciones en el 
ingreso de determinados elementos, incluidos medicamentos, lo que en la práctica las obliga a 
recurrir a redes informales al interior del establecimiento para acceder a insumos básicos. En el caso 
de los hombres condenados, se reportan dificultades en los procesos de revisión, tales como la 
pérdida o deterioro de alimentos, así como la aplicación de criterios restrictivos para el ingreso de 
vestuario, que en algunos casos implican el descarte de prendas en uso. 

En la sección femenina, se identifican obstáculos de carácter logístico, ya que la diferencia entre días 
de visita y de recepción de encomiendas obliga a las familias a realizar múltiples traslados, lo que en 
algunos casos ha derivado en la necesidad de recurrir a terceros para el ingreso de paquetes. Desde 
la perspectiva institucional, el personal asocia las encomiendas a riesgos de ingreso de sustancias 
prohibidas, lo que incide en los niveles de control aplicados. 

Con todo, según la información remitida con posterioridad a la visita, el régimen disciplinario del CDP 
evidencia un uso marcadamente desproporcionado de la sanción de privación total de visitas. En 
efecto, de un total de 173 sanciones registradas, 153 corresponden a esta medida (92%), lo que da 
cuenta de una aplicación prácticamente generalizada, con escasa diferenciación en función de la 
naturaleza o gravedad de la infracción cometida. 

Esta práctica resulta particularmente preocupante en la dimensión de contacto con el exterior, en 
tanto restringe de manera intensa y reiterada el vínculo de las personas privadas de libertad con sus 
redes familiares y de apoyo, afectando un elemento central para su bienestar psicosocial y sus 
procesos de reinserción. También, la utilización predominante de esta sanción sugiere la ausencia de 
criterios de proporcionalidad y gradualidad en la respuesta disciplinaria, así como una limitada 
consideración de medidas alternativas menos lesivas para el bienestar y soporte emocional de las 
personas privadas de libertad. 

Análisis del CPT 

Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos en su Regla 58 reconoce el derecho de las 
personas privadas de libertad a comunicarse periódicamente con sus familias mediante 
correspondencia escrita y por lo medios de telecomunicaciones disponibles, así como recibiendo 
visitas (Naciones Unidas, 2015, Reglas Mandela, Regla 58). En la misma línea, el Conjunto de 
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o 
Prisión, establece en su principio 19, que toda persona tiene derecho a ser visitada, particularmente 
por sus familiares y de tener correspondencia con ellos, así como comunicación con el exterior 
(Naciones Unidas, 1988, Principio 19). En una dimensión más amplia, los Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, establecen en 
contacto con el mundo exterior como un derecho de las personas privadas de libertad, sujeto solo a 
aquellas limitaciones compatibles con el derecho internacional. Además, consagra el derecho a la 
información respecto de acontecimientos del mundo exterior (CIDH, 2008, Principio XVIII). 
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Por su parte, las Reglas de Bangkok, en su Regla 26, insta a alentar y facilitar por todos los medios 
razonables el contacto de las reclusas con sus familiares, incluidos hijas/os, tutores y representantes 
legales, así como atención especial a las necesidades de las mujeres cuyas familias residen en 
localidades distantes (Naciones Unidas, 2010, Reglas de Bangkok, Regla 26). 

Las brechas identificadas tienen dos dimensiones. La primera es operativa: en el CDP, la ausencia de 
videollamadas afecta de manera desproporcionada a las mujeres, cuyas familias están más alejadas 
geográficamente. La ausencia de conectividad que permita implementar este sistema no exime al 
Estado de su obligación de garantizar medios alternativos de comunicación efectiva. La segunda 
dimensión es de carácter disciplinario: la aplicación casi exclusiva de la privación de visita como 
sanción con independencia de la gravedad de la infracción y de la situación procesal de la persona,  
convierte un derecho en instrumento de control, lo que contraviene el principio de proporcionalidad de 
las sanciones y el rol protector del vínculo familiar reconocido en los estándares internacionales de 
derechos humanos. 

Al respecto, según la Resolución 2/25 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el uso 
casi exclusivo como sanción de la privación de visitas en ambos recintos penitenciarios, configuran 
una interferencia no excepcional ni proporcional en el vínculo familiar, contraviniendo la obligación 
estatal de facilitar y no restringir arbitrariamente el contacto con el exterior. Esta práctica, al aplicarse 
incluso a faltas no graves, desatiende el principio de no trascendencia de la pena y extiende sus 
efectos punitivos a las familias. 

Por último, los déficits o nudos críticos descrito en los hallazgos (condiciones del espacio de visita, 
restricciones en la comunicación, barreras en las encomiendas, trato a familiares, entre otros), genera 
una afectación directa a los familiares, quienes —según la CIDH— no solo ven debilitados sus vínculos 
afectivos, sino que experimentan impactos emocionales, económicos y de sobrecarga de cuidados, 
especialmente en el caso de mujeres, niñas y niños. La ausencia de contacto regular, sumada a 
prácticas institucionales restrictivas, puede configurar incluso afectaciones a su integridad personal 
física y psíquica. 

En síntesis, el funcionamiento observado se aleja de un enfoque que reconozca a las familias como 
sujetos de derechos y actores centrales en la reinserción social de las personas privadas de libertad, 
evidenciando una brecha estructural entre la práctica penitenciaria y los estándares internacionales 
de derechos humanos en la materia. 

1.4. Seguridad, orden y disciplina  

CCP Coyhaique 

En el CCP de Coyhaique se constató un uso extendido del aislamiento, acompañado de prácticas de 
allanamiento que se apartan del marco normativo exigible, así como de la aplicación de sanciones de 
carácter informal. 

En relación con el aislamiento, se observa que esta medida cumple múltiples propósitos, siendo 
utilizada tanto como sanción disciplinaria, medida de protección de personas con mayor riesgo a su 
integridad física, mecanismo de contención frente a crisis y herramienta de gestión de conflictos 
interpersonales. Esta superposición de funciones debilita su carácter excepcional y dificulta el control 
de su aplicación. 

A lo anterior se agregan condiciones materiales deficientes en los espacios de aislamiento que, según 
lo reportado por las personas privadas de libertad y constatado durante la misma visita a través de 
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observación in situ, incluyen celdas sin ventilación ni iluminación natural, exposición a bajas 
temperaturas y restricciones en el acceso a colchones y otros elementos básicos. Estas 
circunstancias configuran un entorno de alta precariedad, que intensifica los efectos del aislamiento, 
particularmente cuando este se prolonga o se aplica de manera reiterada. 

En cuanto a los procedimientos, se identifican diferencias significativas en su ejecución según género. 
En la sección femenina, la población entrevistada describe procedimientos relativamente más 
respetuosos, caracterizados por revisiones parciales y de carácter individual. En contraste, la 
población masculina reporta prácticas de mayor intensidad, incluyendo desnudamientos grupales, 
exigencias físicas en condiciones de desnudez, maltrato psicológico y destrucción de pertenencias 
personales.  

Sobre el régimen disciplinario, en los meses consultados a Gendarmería de Chile, se observa una alta 
concentración de infracciones calificadas como graves, que representan el 86,5% del total. Las 
conductas más frecuentes corresponden a agresiones, amenazas o coacciones (88 casos), seguidas 
de tenencia o consumo de drogas (67 casos) y tenencia de elementos prohibidos (47 casos). Este 
perfil da cuenta de un sistema disciplinario focalizado en conductas de alta conflictividad, lo que 
podría influir en la intensidad de las respuestas institucionales. 

En este contexto, destaca la aplicación prácticamente universal de la sanción de privación total de 
visitas, presente en 336 de 340 registros, lo que evidencia una estandarización extrema de la 
respuesta sancionatoria, con escasa diferenciación según la naturaleza de la infracción. Por su parte, 
el aislamiento provisorio se aplica en el 23,2% de los casos, lo que, si bien es menos frecuente que en 
el CDP, igualmente da cuenta de su utilización como forma de castigo relevante dentro del régimen 
disciplinario. 

Finalmente, se registran 369 procedimientos y eventos críticos, con una alta concentración en 
espacios específicos del recinto, particularmente en el pasillo de guardia interna (52 eventos) y el 
patio de condenados (60 eventos). Esta distribución sugiere la existencia de zonas con mayor nivel de 
conflictividad o control, lo que podría incidir en la recurrencia de intervenciones, incluyendo 
allanamientos y medidas restrictivas. 

En su conjunto, los antecedentes permiten advertir un uso amplio y funcionalmente difuso del 
aislamiento, condiciones materiales que agravan sus efectos, procedimientos de allanamiento con 
diferencias significativas en su ejecución y un régimen disciplinario altamente estandarizado, 
especialmente en el uso de la privación de visitas. Estas características configuran un escenario que 
plantea desafíos relevantes en términos de legalidad, proporcionalidad y resguardo de la dignidad de 
las personas privadas de libertad. 

CDP Puerto Aysén  

En el CDP de Puerto Aysén se constatan prácticas relevantes en materia de uso del aislamiento, 
ejecución de procedimientos de allanamiento y aplicación del régimen disciplinario, las que, en su 
conjunto, evidencian tensiones entre la normativa vigente, la implementación efectiva y la experiencia 
reportada por las personas privadas de libertad. 

En relación con el uso del aislamiento, también se observa que esta medida cumple funciones 
múltiples y no siempre claramente diferenciadas, lo que diluye su carácter excepcional. Por una parte, 
es utilizada como mecanismo de contención frente a crisis de salud mental, incluyendo la 
administración de fármacos con fines de estabilización. Además, se emplea como herramienta de 
gestión penitenciaria para mantener separados a personas catalogadas como conflictivas o como 
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espacio de tránsito para personas a la espera del traslado a otra unidad penal. En este contexto, 
funcionarias/os reconocen la utilización de “celda de castigo”; práctica que no se ajusta a la 
normativa institucional vigente y que sugiere la persistencia de dispositivos informales de 
segregación. 

Esta multifuncionalidad se ve reforzada por el uso intensivo del aislamiento en el ámbito disciplinario. 
En efecto, según la información reportada por Gendarmería, en un período de 12 meses,  el 
aislamiento provisorio se aplicó en el 53% en caso de faltas disciplinarias (92 de 173), lo que 
evidencia su utilización como respuesta frecuente e inmediata frente a la comisión de infracciones. 
Asimismo, se constata una alta concentración de faltas calificadas como graves (85% del total), 
destacando la recurrencia de categorías amplias como “la comisión de cualquier otro hecho que 
revista caracteres de crimen o simple delito”, lo que podría dar cuenta de una tipificación poco precisa 
y favorecer decisiones discrecionales en la aplicación de medidas disciplinarias. 

En cuanto a los procedimientos, se identifica una brecha significativa entre la versión institucional y 
los relatos de la población penal. El personal penitenciario señala que estos operativos se ajustan a 
protocolos formales, consistiendo en registros corporales parciales, realizados en espacios cerrados 
por razones climáticas y orientados a la incautación de elementos prohibidos, con uso de cámaras 
corporales. En el caso de las mujeres, se mencionan resguardos adicionales en términos de trato y 
exposición corporal. 

No obstante, las personas privadas de libertad, incluyendo aquellas ubicadas en módulos de buena 
conducta, describen los allanamientos como prácticas altamente invasivas, violentas y degradantes. 
Se recogieron relatos sobre desnudamientos grupales completos, uso de gas irritante aplicado 
directamente sobre el cuerpo, exigencias físicas bajo coerción y la existencia de agresiones ante 
eventuales incumplimientos. Asimismo, se reporta la destrucción de pertenencias personales, tales 
como alimentos, ropa y artículos de higiene, así como la ejecución de requisas corporales 
inmediatamente posteriores a las visitas, lo que intensifica su impacto. Estos elementos configuran 
una experiencia que trasciende la finalidad de control y seguridad, siendo percibido como un 
mecanismo de carácter punitivo. 

Según información estadística entregada por Gendarmería de Chile, en un período de 12 meses, se 
registran 512 procedimientos de allanamiento, concentrados principalmente en módulos de 
condenados e imputados, con hallazgos frecuentes de teléfonos celulares, chips y elementos 
cortopunzantes. Si bien estos resultados permiten la  justificación de los procedimientos, la forma en 
que estos se ejecutan debe sujetarse al marco de proporcionalidad, necesidad y respeto de la 
dignidad de las personas privadas de libertad.   

En términos generales, la información recogida da cuenta de un uso extendido del aislamiento y de 
prácticas de registro corporal que siguen presentando problemas relevantes en su regulación, en la 
distinción de sus finalidades y en los mecanismos de control. A ello se suma una forma de 
implementación que, según los testimonios recabados, en varios casos se aleja de los estándares 
mínimos de trato digno exigibles en contextos de privación de libertad. 

Se observa, además, una superposición de objetivos en el uso del aislamiento, entre medidas de 
seguridad, contención y sanción, junto con la existencia de espacios que en la práctica funcionan 
como celdas de castigo. Por su parte, los allanamientos son frecuentemente percibidos por las 
personas privadas de libertad como medidas de carácter punitivo, más que preventivo. 

En conjunto, estos elementos configuran un escenario que amerita una revisión profunda de las 
prácticas institucionales, especialmente a la luz de los principios de legalidad y proporcionalidad, así 
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como del deber del Estado de garantizar y proteger los derechos fundamentales de las personas bajo 
su custodia 

Análisis del CPT 

Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson 
Mandela) fijan un estándar claro: la disciplina y el orden deben mantenerse sin imponer más 
restricciones de las estrictamente necesarias (Regla 36). En esa misma línea, se establece que las 
medidas disciplinarias y de seguridad no pueden, bajo ninguna circunstancia, traducirse en tortura ni 
en tratos crueles, inhumanos o degradantes (Regla 43). Asimismo, prohíben de manera expresa el uso 
del aislamiento indefinido o prolongado como sanción disciplinaria (Regla 43.1). En cuanto a los 
registros corporales, deben realizarse con pleno respeto a la dignidad y la intimidad, y sólo cuando 
resulten necesarios, ajustándose a criterios de legalidad y proporcionalidad (Regla 50). 

Los hallazgos descritos revelan una brecha normativa en dos planos. Primero, el uso del aislamiento 
como medida de contención ante crisis de salud mental no guarda relación con una respuesta 
terapéutica adecuada y puede constituir, en los términos de la Resolución Exenta N°8411/2023 de 
Gendarmería de Chile6, una práctica contraria a los derechos de personas con discapacidad 
psicosocial. En este ámbito, las personas con discapacidad psicosocial constituyen un grupo 
especialmente expuesto dentro del sistema penitenciario y, por lo mismo, requieren medidas 
reforzadas de protección. Cuando sus necesidades específicas no son adecuadamente abordadas, 
aumenta el riesgo de que enfrenten situaciones que pueden constituir malos tratos e incluso alcanzar 
el umbral de la tortura. El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha sido claro 
al respecto: estas prácticas son incompatibles con lo dispuesto en el artículo 15 de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que prohíbe la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, el Estado tiene la obligación de adoptar medidas 
efectivas para prevenir estas situaciones, garantizando a las personas con discapacidad una 
protección en condiciones de igualdad respecto de las demás. 

En segundo lugar, los procedimientos de allanamiento descritos por la población masculina, en 
particular los desnudamientos grupales y la aplicación de gas irritante directamente sobre el cuerpo, 
exceden lo que puede entenderse como un registro de seguridad y se acercan a prácticas de carácter 
degradante.  

Por una parte, los desnudamientos colectivos son, por sí mismos, problemáticos, pues se trata de 
actuaciones que resultan innecesarias para los fines invocados y que pueden constituir tratos 
degradantes. El carácter degradante de los desnudamientos grupales radica, precisamente, en su 
potencial de humillación. No es la intensidad del dolor lo que los define, sino la exposición forzada del 
cuerpo en condiciones que anulan la intimidad y singularidad de la persona. Obligar a desnudarse de 
manera colectiva, frente a funcionarios y sin resguardos básicos, implica una afectación directa a la 
dignidad. Los estándares internacionales en la materia son consistentes en este punto. La Asociación 
para la Prevención de la Tortura ha establecido que las requisas personales deben ser excepcionales, 
estrictamente necesarias y realizadas de manera compatible con el respeto a la dignidad humana.  

En cuanto a la aplicación de gas irritante directamente sobre el cuerpo, se trata de una práctica que, 
de confirmarse, desborda los márgenes del uso legítimo de la fuerza. No solo plantea serias dudas 
sobre su necesidad, sino que también puede constituir un uso desproporcionado de medios de 
coacción, susceptible de ser calificado como trato cruel o inhumano. 

6 Instrucciones para el respeto y garantía de derechos de personas con discapacidad bajo custodia de Gendarmería de Chile. 
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Las orientaciones de Naciones Unidas sobre el uso de armas menos letales establecen que toda 
intervención de los agentes encargados de hacer cumplir la ley debe regirse por los principios de 
legalidad, precaución, necesidad, proporcionalidad, no discriminación y rendición de cuentas (OHCHR, 
2020, pár. 2.3). Estos criterios imponen límites concretos sobre cuándo y cómo puede emplearse la 
fuerza. En particular, el uso de agentes químicos en espacios cerrados o sobre el cuerpo de las 
personas privadas de libertad resulta altamente problemático, dado el riesgo elevado de generar 
daños físicos y sufrimiento innecesario. En tales condiciones, su utilización puede tornarse ilícita, 
especialmente cuando no existe una amenaza real e inminente que justifique su empleo o cuando se 
utiliza como mecanismo de control o castigo.  

En general, los irritantes químicos no deberían utilizarse en espacios cerrados, como las 
celdas de las cárceles, que no disponen de una salida viable o una ventilación adecuada, 
debido al riesgo de muerte o de lesiones graves por asfixia. Los irritantes de baja 
contaminación cruzada (por ejemplo, PAVA) pueden ser más adecuados en estas 
situaciones (OHCHR, 2020, párr. 7.3.7) 

Por último, es relevante señalar que en virtud de la posición de garante que tiene el Estado sobre las 
personas privadas de libertad, la administración penitenciaria no puede limitarse a descartar estos 
hechos solo a partir de una versión institucional. En estos casos, se debe ajustar la actuación a los 
estándares normativos vigentes y demostrar de manera efectiva que los procedimientos aplicados 
respetan esos límites.  

1.5. Trato: violencia institucional y violencia entre personas privadas de libertad  

Los hallazgos que se exponen a continuación dan cuenta de situaciones observadas y testimonios 
recogidos directamente de personas privadas de libertad y funcionarias/os de Gendarmería. La 
información se organiza por establecimiento y se distingue, en cada caso, entre la violencia de origen 
institucional, es decir, aquella ejercida o tolerada por agentes del Estado, en este caso, de personal 
penitenciario y la violencia entre pares referida a la población penal. 

CCP Coyhaique 

El CCP de Coyhaique presenta un panorama más complejo y heterogéneo en materia de trato, con 
variaciones significativas según el módulo, sección, el régimen aplicable y la calidad procesal de las 
personas privadas de libertad. 

Los testimonios recogidos en el módulo de aislamiento son de especial gravedad. Personas recluidas 
en este régimen manifiestan que se les niega sistemáticamente el acceso a bienes y servicios 
básicos, y que no son tratados como personas, sino reducidos a su condición de “preso”, restringiendo 
de facto condiciones mínimas de dignidad en el trato.   

Resulta especialmente preocupante la situación de las personas con diagnósticos severos de salud 
mental o con discapacidad psicosocial en este recinto. De acuerdo con lo observado por el CPT, 
reciben un trato indistinto al del resto de la población penal, sin ajustes ni resguardos acordes a sus 
necesidades específicas. Esto evidencia la ausencia de un enfoque diferenciado en la gestión 
penitenciaria y una falta de capacitación del personal para abordar adecuadamente estos casos. En la 
práctica, da cuenta de un sistema que no está preparado para brindar atención y cuidado adecuados a 
personas con discapacidad psicosocial o que atraviesan cuadros de sufrimiento psíquico, lo que 
incrementa su exposición a riesgos y vulneraciones de derechos.  

En general, se reportan episodios de uso de lenguaje soez e insultos por parte de algunos 
funcionarios, así como la existencia de un trato preferencial hacia ciertas personas (identificados 
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despectivamente por sus pares como sapos), lo que introduce dinámicas de desigualdad y 
favoritismo que erosionan la convivencia y la legitimidad institucional. 

Ante este tipo de situaciones, no existe una vía formal para realizar denuncias o quejas formales. 
Según la información recogida, la práctica habitual consiste en comunicar el hecho al área técnica, 
quien conversa directamente con la persona afectada para apaciguar la situación y evaluar medidas. 
Esta modalidad es informal y puede resultar discrecional, no pudiendo garantizar imparcialidad y 
debida reparación. En ese sentido, resulta insuficiente desde el punto de vista del debido proceso y la 
protección efectiva de derechos.  

Dado el espacio reducido del CCP, los conflictos entre la población penal son altamente visibles y de 
rápida propagación, llegando a afectar el normal desarrollo de actividades e incluso de talleres de 
intervención psicosocial o de reinserción social.  

En particular, se monitorea un trato violento y discriminatorio hacia personas en mayor situación de 
vulnerabilidad, específicamente, con algún tipo de discapacidad psicosocial. En tales casos, se 
utilizan apelativos por los propios compañeros como “enfermito o inválido”, lo que evidencia el 
estigma asociado a una afectación de salud mental en el contexto carcelario.  

En la sección femenina se registran episodios de violencia tanto física como verbal entre pares, 
producidos principalmente por la falta de segmentación entre personas imputadas y condenadas. Se 
relatan dificultades de convivencia con compañeras que presentan comportamientos explosivos e 
impulsivos, lo que ha derivado en agresiones físicas que han requerido la intervención de 
Gendarmería, la administración de psicofármacos y el recurso del aislamiento como medida de 
contención. 

Se observa que el aislamiento se utiliza de manera generalizada como principal respuesta frente a 
conflictos entre personas privadas de libertad, ya sea bajo la lógica de protección o de contención. En 
la práctica, termina operando como una medida habitual para la población penal, con efectos 
relevantes sobre la salud mental de quienes son sometidos a este régimen.  

La forma en que se gestionan estos episodios deja en evidencia la ausencia de dispositivos 
adecuados para la intervención en crisis, así como de mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos. En ese contexto, una medida que debiera ser excepcional y de último recurso pasa a 
cumplir una función sustitutiva, asumiendo roles para los cuales no está diseñada y profundizando 
sus impactos negativos. 

CDP Puerto Aysén 

De acuerdo con los relatos recabados, se advierte una diferencia marcada en el trato según la 
antigüedad del personal. En particular, los funcionarios de Gendarmería recientemente egresados de 
la Escuela de Formación Penitenciaria son percibidos como más rígidos, menos empáticos y con 
mayor tendencia a un trato desconsiderado, en contraste con quienes cuentan con mayor experiencia. 
Esta percepción apunta a debilidades en la formación inicial, especialmente en materia de derechos 
humanos y gestión de la relación con personas privadas de libertad. También sugiere falencias en los 
procesos de acompañamiento y supervisión durante los primeros años de servicio, que son clave para 
la transmisión de criterios de intervención acordes a los estándares que deben regir en contextos de 
encierro. 
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Una de las modalidades de maltrato más frecuentemente denunciadas informalmente es la 
obstaculización arbitraria del acceso a la enfermería, práctica que, más allá de su dimensión de trato, 
constituye una vulneración directa del derecho a la salud y puede acarrear consecuencias graves para 
la integridad física y psíquica de las personas afectadas. 

De particular gravedad es el fenómeno de las represalias institucionales. Existe un relato generalizado 
recogido por el equipo del CPT de que cuando las personas privadas de libertad activan mecanismos 
de protección, presentan reclamos o ejercen cualquier forma de queja formal o informal, algunos 
funcionarios responden con acciones punitivas de facto: denegación arbitraria de peticiones, cambios 
bruscos en el trato cotidiano y, en los casos más severos, la suspensión de visitas familiares como 
castigo informal. Esta dinámica es especialmente preocupante porque desincentiva el uso de los 
mecanismos de denuncia disponibles, genera un clima de temor y desconfianza, y sitúa a las 
personas privadas de libertad en una posición de extrema vulnerabilidad frente a quienes ejercen 
autoridad sobre ellas. 

En cuanto a la violencia entre pares, el CDP Aysén es caracterizado como un recinto relativamente 
tranquilo en términos de conflictividad interna. Los episodios de riña que se producen de manera 
ocasional no responden a dinámicas propias del encierro, sino que son atribuidas a conflictos 
preexistentes en el medio libre, relativas a disputas personales, ajustes de cuentas o redes 
relacionales de violencia que las personas arrastran desde antes de su ingreso al sistema 
penitenciario. Esta caracterización, si bien atenuante en términos de convivencia intramuros, interpela 
sobre la necesidad de contar con mecanismos de gestión del conflicto y mediación que aborden 
estas tensiones antes de que escalen. 

Análisis del CPT 

Una consideración transversal respecto del trato en el ámbito penitenciario, es la prohibición absoluta 
de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas y degradantes, que conforme a los estándares 
internacionales de derechos humanos,es absoluta e inderogable; no puede ser suspendida en 
circunstancias excepcionales, ni justificada por órdenes superiores. En ese sentido, no hay prácticas 
que puedan ser consideradas como legítimas si vulneran la dignidad de las personas privadas de 
libertad. Normas de soft law, le dan sentido y alcance a esta normativa: en el caso de las Reglas 
Mandela, parte de sus principios fundamentales es que todos los reclusos serán tratados con el 
respeto que merece su dignidad y valor intrínseco en cuanto seres humanos.  

Por otra parte, tanto las Reglas Nelson Mandela (Reglas 54-57) como el Conjunto de Principios para la 
Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención (Principio 33), 
establecen salvaguardas y procedimientos de quejas y denuncia ante situaciones de malos tratos en 
el ámbito de la privación de libertad (Naciones Unidas, 2015, Reglas 54-57; Naciones Unidas, 1988, 
Principio 33). En el caso de mujeres, las Reglas de Bangkok, en su regla 25, establece la protección, 
apoyo y orientación que deben recibir las reclusas que denuncian abusos, así como la obligación de 
investigar por autoridades competentes e independiente bajo el principio de confidencialidad 
(Naciones Unidas,  2010, Regla 25). 

Las brechas identificadas son de naturaleza dual. Por una parte, los relatos sobre obstaculización del 
acceso a la salud, represalias ante el ejercicio de derechos y trato degradante en módulos de 
aislamiento configuran situaciones que requieren una respuesta institucional urgente. Por otra parte, 
la ausencia de un sistema formal, documentado e imparcial para la recepción y gestión de denuncias 
de violencia institucional implica que las personas privadas de libertad carecen de una vía efectiva de 
protección. Esto es una falla procedimental que facilita la reproducción de prácticas violentas y 
erosiona la confianza en las instituciones. 
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En ese sentido, la ausencia de un protocolo formalizado de gestión de denuncias crea un vacío 
estructural que opera permitiendo lo siguiendo:  

●​ Impunidad procedimental: sin un canal institucionalizado, las denuncias quedan sujetas a la 
discrecionalidad del personal penitenciario, lo que impide la trazabilidad de los casos y 
facilita que los hechos no sean investigados ni documentados. Esto contraviene la obligación 
de investigación pronta e imparcial establecida en el art. 12 de la CAT y en la Regla 71 de las 
Reglas Nelson Mandela. 

●​ Desincentivo estructural: la ausencia de un protocolo claro y la incertidumbre sobre la 
confidencialidad, el seguimiento y las represalias desalientan a las personas privadas de 
libertad de ejercer su derecho a denunciar. Conforme al Principio 33 del Conjunto de 
Principios, las personas detenidas no deben sufrir perjuicio alguno por haber presentado 
denuncias. 

●​ Invisibilización de patrones: sin registros sistemáticos, es imposible determinar si una 
denuncia constituye un caso aislado o un patrón de malos tratos. Esta distinción es relevante 
para activar las obligaciones reforzadas de investigación que establecen los estándares 
internacionales de derechos humanos en la materia.  

1.6. Gestión y capacitación del personal  

Ambos recintos presentan déficits relevantes de dotación. En el CCP, funcionarios de trato directo 
describen una sensación persistente de desamparo por parte del nivel central y reportan prácticas de 
asignación de funciones basadas en afinidades personales más que en criterios de mérito, lo que 
impacta tanto en la gestión cotidiana como en el clima interno. En el CDP, la apertura de la sección 
femenina no fue acompañada de un refuerzo de personal; en jornadas con traslados hospitalarios, el 
recinto puede quedar operando con una dotación mínima, lo que tensiona seriamente su 
funcionamiento. 

En cuanto a la formación, si bien existen esfuerzos institucionales como las capacitaciones 
impulsadas por el Departamento de Derechos Humanos de Gendarmería y la Subsecretaría de 
Derechos Humanos, su alcance efectivo es limitado. Las/os funcionarias/os de trato directo, que son 
quienes mantienen contacto cotidiano con la población penal, quedan en gran medida al margen de 
estas instancias. A ello se suma que la mayoría de los cursos se imparten en modalidad virtual, lo que 
reduce su impacto práctico en un contexto tan exigente como el penitenciario. 

El personal reconoce abiertamente carecer de formación para detectar o manejar crisis, 
descompensaciones y riesgos suicidas. Señalan actuar guiados por la “intuición” o el “sentido 
común”. Los cursos obligatorios en línea sobre derechos humanos y salud mental son percibidos 
como no aplicables a la realidad penitenciaria. 

Análisis del CPT 

Las Reglas Nelson Mandela establecen obligaciones específicas en materia de formación del 
personal penitenciario. La regla 75 exige que la administración penitenciaria vele por la selección 
rigurosa del personal y por su formación continua. Asimismo, la Regla 76 establece que esta 
formación, debe comprender como mínimo, la normativa internacional, interna y políticas pertinentes, 
los derechos y deberes del personal penitenciario en el ejercicio de sus funciones, la seguridad y el 
empleo de la fuerza y primeros auxilios, así como las necesidades psicosociales de las personas 
privadas de libertad (Naciones Unidas, 2015, Regla 75-76). Por su parte, las Reglas de Bangkok, 
consagra la necesidad de que el personal penitenciario a cargo de la custodia de población femenina, 
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reciba capacitación en relación a las necesidades específicas de las reclusas y sus derechos 
humanos (Naciones Unidas, 2010, Regla 33). 

La brecha en esta dimensión es estructural. El hecho de que las/os funcionarias/os de trato directo, 
quienes tienen el mayor contacto cotidiano con las personas privadas de libertad, están 
mayoritariamente excluidos de las instancias de formación en derechos humanos, y que la formación 
disponible se concentre en modalidades virtuales percibidas como inaplicables, implica que la 
protección de las personas privadas de libertad depende en la práctica del criterio individual de cada 
funcionaria/o. Esta realidad es incompatible con un sistema de garantías institucionalizadas y genera 
el riesgo de que las prácticas de maltrato sean tratadas como excepciones individuales en lugar de 
síntomas estructurales del sistema penitenciario.  

En la práctica, no se advierte una formación sistemática y especializada orientada a las necesidades 
específicas de las reclusas, particularmente en ámbitos como salud integral, salud mental, género y 
abordaje de situaciones de vulnerabilidad. Esta carencia se expresa en intervenciones que tienden a 
ser homogéneas y desprovistas de enfoque de género, reproduciendo lógicas de gestión pensadas 
para población masculina. 

Asimismo, no se identifican instancias claras de capacitación en materias de salud básica, primeros 
auxilios o procedimientos médicos esenciales, lo que resulta especialmente crítico en contextos 
donde el acceso oportuno a personal de salud es limitado. Esta debilidad compromete la capacidad 
de respuesta frente a situaciones de emergencia y aumenta los riesgos para la integridad de la 
personas privadas de libertad y particularmente de aquellos grupos en especial situación de 
vulnerabilidad.  

2. Acceso, disponibilidad y atención de servicios de salud mental  

Esta dimensión fue considerada un eje temático prioritario de la presente visita. Los hallazgos se 
exponen de manera conjunta para ambos recintos, en atención al carácter regional y estructural de las 
brechas identificadas. 

2.1. Interrupción de tratamientos y déficits en la atención de salud 

La atención de salud mental en ambos recintos se encuentra completamente externalizada, sin 
presencia de psiquiatras al interior de las unidades ni programas terapéuticos estructurados de 
carácter intrapenitenciario. Al momento de la visita, el CDP registraba siete personas con diagnóstico 
de salud mental en tratamiento farmacológico (incluyendo depresión, esquizofrenia y consumo 
problemático de sustancias) y otras tres personas que recibían únicamente atención psiquiátrica. La 
continuidad de la atención depende exclusivamente del COSAM regional, sin que exista un sistema de 
seguimiento clínico interno entre controles, lo que debilita la continuidad y oportunidad de los 
tratamientos. 

Una de las brechas más críticas observadas dice relación con la interrupción de tratamientos 
psiquiátricos al momento del ingreso al sistema penitenciario. Se constató que la reanudación de 
tratamientos farmacológicos puede demorar hasta seis meses, incluso en casos en que las personas 
cuentan con indicaciones médicas previas debidamente acreditadas. Asimismo, el acceso a 
medicamentos prescritos con anterioridad suele ser restringido o tratado como potencial ingreso de 
elementos prohibidos, particularmente cuando estos son enviados a través de encomiendas. Cuando 
finalmente se autoriza su administración, los psicofármacos son suministrados molidos y diluidos en 
agua, bajo supervisión visual directa, como medida de control frente al eventual tráfico interno. Si bien 
esta práctica responde a objetivos de seguridad, tal implementación puede incidir negativamente en 
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la adherencia al tratamiento, además de tensionar la relación terapéutica y la confianza en el sistema 
de salud. 

El circuito de derivación presenta demoras significativas. En términos generales, la persona debe ser 
evaluada inicialmente por el médico general del recinto, para luego ser derivada al CESFAM, cuya 
agenda se habilita solo una vez al mes y, posteriormente, al COSAM. Este itinerario puede extenderse 
por varios meses, sin mecanismos intermedios de contención o atención especializada. A ello se 
suma la pérdida recurrente de horas médicas externas, atribuida principalmente a la falta de vehículos 
institucionales y a la limitada disponibilidad de personal de custodia para efectuar traslados. 

En cuanto a la dotación, el CDP cuenta con tres TENS, una profesional de psicología, que atiende 
exclusivamente a población condenada y un médico general que concurre dos veces por semana, con 
una carga horaria total de 11 horas. No se dispone de atención médica ni paramédica durante la 
noche en ninguno de los dos establecimientos, lo que implica la ausencia de respuesta sanitaria 
oportuna frente a eventuales urgencias, incluidas aquellas de carácter psiquiátrico. 

2.2. Formación, gestión de crisis de salud mental y coordinación interinstitucional 

El personal penitenciario señala que, frente a episodios de crisis de salud mental o descompensación, 
su respuesta se basa principalmente en el criterio individual o el “sentido común”, ante la ausencia de 
herramientas prácticas y lineamientos operativos claros. No se observan instancias de capacitación 
aplicada en materias clave como identificación de señales de riesgo, prevención del suicidio o manejo 
de crisis psiquiátricas, lo que deja a los funcionarios en una posición de alta exposición y a las 
personas privadas de libertad sin una respuesta adecuada a sus necesidades. 

Si bien a nivel institucional existen cursos obligatorios en formato online sobre derechos humanos y 
salud mental, estos son percibidos por el personal como excesivamente teóricos y poco pertinentes 
para el contexto penitenciario. Las/os funcionarias/os demandan espacios formativos más 
dinámicos, situados y orientados a la práctica cotidiana. A ello se suma una baja apropiación de los 
protocolos vigentes, especialmente entre el personal de guardia interna, quienes refieren no contar 
con tiempo protegido ni con acceso a equipos computacionales en sus puestos de trabajo para 
revisar y comprender las directrices institucionales. Asimismo, se reporta que las capacitaciones 
presenciales no siempre están bien focalizadas, participando en ellas funcionarios que no tienen 
contacto directo con la población penal, lo que reduce su impacto operativo. 

En la práctica, ante situaciones de crisis, el mecanismo de contención más habitual consiste en el uso 
de aislamiento y la administración de fármacos sedantes (como clonazepam o clorpromazina) con el 
objetivo de estabilizar a la persona mediante sedación. Este abordaje tiende a sustituir intervenciones 
terapéuticas integrales por respuestas de control, centradas en la contención física y farmacológica, 
lo que resulta especialmente problemático desde un enfoque de derechos humanos y de atención en 
salud mental. 

Finalmente, las/os funcionarias/os advierten déficits relevantes en la circulación de información y en 
la coordinación interinstitucional. En particular, señalan que los tribunales no informan 
oportunamente sobre la condición psiquiátrica de las personas al momento de su ingreso, y que la red 
de salud regional presenta un conocimiento limitado del funcionamiento penitenciario. Esta 
desconexión dificulta la articulación de respuestas oportunas y afecta la continuidad de cuidados, 
profundizando las brechas ya existentes en el acceso a salud mental. 
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2.3. Enfoque de género en la atención de salud mental 

El abordaje de la salud mental evidencia diferencias significativas por género que se traducen en 
desventajas concretas para las mujeres privadas de libertad. Un hecho especialmente grave es la 
pérdida de antecedentes clínicos, fichas, diagnósticos y planes de intervención,  tras el traslado de 
internas desde el CCP de Coyhaique al CDP de Puerto Aysén. Esta discontinuidad administrativa tuvo 
como efecto directo la interrupción de tratamientos en curso, sin mecanismos de restitución o 
continuidad inmediata, particularmente en casos que requieren seguimiento sostenido y abordajes 
integrales. 

A nivel de prácticas institucionales, se observan representaciones y valoraciones que deslegitiman las 
necesidades de salud mental de las mujeres. Funcionarias/os del CDP cuestionan la pertinencia de 
que las mujeres accedan a procesos terapéuticos, lo que da cuenta de una comprensión restringida 
del cuidado en salud mental y de un sesgo de género que tiende a minimizar o invisibilizar el malestar 
psíquico femenino. En el CCP, las propias mujeres relatan que, frente a crisis de angustia o ataques de 
pánico, no reciben atención de enfermería ni intervención oportuna, a diferencia de lo que perciben 
ocurre con la población masculina. En estos contextos, la contención recae en redes informales entre 
las propias personas de la sección, quienes asumen funciones de apoyo emocional sin contar con 
herramientas ni condiciones adecuadas. 

La condición de minoría numérica dentro de los recintos también incide en el acceso a prestaciones 
de salud. Las mujeres refieren ser sistemáticamente postergadas en las listas de atención médica 
general, lo que en la práctica implica una barrera adicional para el acceso oportuno, profundizando 
inequidades estructurales. Esta situación afecta la atención de salud física y tiene efectos 
acumulativos en la salud mental, al reforzar experiencias de desatención, desprotección e 
invisibilización institucional. 

Por otra parte, se identifican sesgos relevantes en la percepción del riesgo suicida por parte del 
personal. Se tiende a interpretar las autolesiones en hombres como conductas de baja letalidad o 
llamadas de atención —descritas como “rasguños de gato”—, mientras que en el caso de las mujeres 
se instala la idea de que estas no verbalizan el malestar, sino que ejecutan actos más graves sin 
previo aviso. Estas representaciones, además de carecer de sustento técnico, pueden afectar la 
evaluación de riesgo y la activación de medidas preventivas, ya que se basan en estereotipos de 
género más que en criterios clínicos. En términos de prevención del suicidio, ello resulta 
especialmente crítico, dado que invisibiliza señales de alerta en ambos grupos y debilita la capacidad 
institucional de respuesta oportuna. 

En conjunto, estos hallazgos dan cuenta de un abordaje de la salud mental que no incorpora un 
enfoque de género, tanto en el diseño de los dispositivos como en su implementación cotidiana. La 
ausencia de continuidad clínica, la deslegitimación de la demanda terapéutica de las mujeres, las 
barreras de acceso oportuno y los sesgos en la evaluación del riesgo configuran un escenario que 
incrementa su vulnerabilidad psicosocial y expone a posibles vulneraciones de derechos en un ámbito 
especialmente sensible como la salud mental en contextos de encierro. 

2.4. Aplicación del Protocolo de Prevención del Suicidio  

El Oficio N° 297/2013 de Gendarmería de Chile establece el marco de directrices y procedimientos 
para la prevención del suicidio en el contexto penitenciario. Su propósito es orientar la 
implementación de medidas de prevención, detección y respuesta frente a situaciones de riesgo, 
tanto en la población penal como en el personal penitenciario. La normativa define estrategias de 
intervención, mecanismos de evaluación de riesgo y protocolos de actuación, incluyendo medidas de 
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contención y la asignación de responsabilidades técnicas y operativas para su adecuada ejecución. 
Asimismo, releva la necesidad de un trabajo articulado entre las distintas áreas institucionales, 
entendiendo que la coordinación técnico-operativa es un componente central para asegurar 
respuestas oportunas y eficaces ante escenarios de riesgo suicida. En este sentido, la circular 
N°402/2021 establece procedimientos y lineamientos de coordinación interna que buscan integrar los 
distintos niveles de intervención. En conjunto, este marco normativo configura una base clara para 
abordar la prevención del suicidio en el subsistema cerrado, sustentada en la identificación temprana 
de factores de riesgo, la adecuada categorización de los casos y la coordinación efectiva entre 
unidades, como condiciones esenciales para una intervención pertinente y oportuna. 

Si bien existe este marco de actuación de alcance nacional que contempla el uso de escalas de riesgo 
y define procedimientos frente a la ideación o tentativa suicida, su implementación en terreno 
presenta serias limitaciones. En la práctica, se observa un carácter predominantemente reactivo, sin 
la existencia de un sistema permanente de detección temprana ni de monitoreo continuo de factores 
de riesgo. La activación de medidas depende, en gran medida, de la demanda espontánea de las 
personas privadas de libertad o de la capacidad individual del personal para advertir cambios 
conductuales, lo que introduce altos niveles de discrecionalidad y riesgo de omisión. 

En ambos recintos, el abordaje frente a situaciones de riesgo inminente o intentos suicidas se 
concentra en medidas de contención física y farmacológica. Estas incluyen la administración de 
fármacos sedantes (como clorpromazina) por parte de personal paramédico, junto con el aumento de 
rondas de vigilancia. Posteriormente, las personas son habitualmente derivadas a celdas de 
aislamiento o reubicadas bajo esquemas de vigilancia informal, como su permanencia con un/a 
compañero/a considerado/a “de confianza”, cercano/a a la reja principal. Este tipo de respuestas, 
centradas en el control y la estabilización inmediata, tienden a sustituir intervenciones clínicas 
integrales, omitiendo componentes esenciales como la evaluación especializada, el acompañamiento 
terapéutico y la elaboración de planes de cuidado individualizados. 

Desde una perspectiva de salud mental y derechos humanos, preocupa que el aislamiento sea 
utilizado como medida de manejo frente al riesgo suicida, considerando la evidencia ampliamente 
documentada sobre sus efectos potencialmente agravantes en el estado psíquico de las personas, 
especialmente en contextos de crisis. Asimismo, la utilización de sedación como principal 
herramienta de contención refuerza un enfoque reduccionista, que prioriza la supresión de la 
conducta por sobre la comprensión y abordaje de sus causas subyacentes. 

En los casos de mayor gravedad o de intentos consumados, el protocolo establece la derivación 
obligatoria a un centro hospitalario mediante el SAMU, independientemente de la evaluación subjetiva 
que realice el personal respecto de la intencionalidad del acto. No obstante, en los relatos recogidos 
persiste la distinción entre conductas “reales” y aquellas interpretadas como formas de “llamar la 
atención”. Este tipo de categorizaciones no solo resulta incompatible con los estándares de 
prevención del suicidio, sino que puede incidir negativamente en la calidad y oportunidad de la 
respuesta institucional. 

Desde una perspectiva de género, estas prácticas adquieren implicancias adicionales. La ausencia de 
mecanismos sistemáticos de detección temprana afecta especialmente a las mujeres, cuyos 
malestares suelen ser subestimados o interpretados desde estereotipos que dificultan su adecuada 
identificación. Asimismo, la tendencia a intervenir de manera reactiva y centrada en el control puede 
invisibilizar trayectorias de sufrimiento psíquico asociadas a experiencias previas de violencia, 
maternidad en contexto de encierro u otras vulnerabilidades específicas. En este sentido, la falta de 
un enfoque diferenciado y de intervenciones sensibles al género limita significativamente la 
efectividad del protocolo y debilita la capacidad preventiva del sistema. 
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2.5. Dotación de recursos  

La escasez de dotación y de recursos estructurales en ambos recintos penitenciarios se presenta 
como un nudo crítico que incide directamente en la oportunidad, continuidad y calidad de la atención 
en salud, particularmente en el ámbito de la salud mental. En ninguna de las dos unidades existe 
cobertura médica ni de personal paramédico durante la noche, lo que deja al personal de guardia 
como única alternativa para enfrentar emergencias, sin formación ni herramientas clínicas suficientes 
para una intervención adecuada. Esta ausencia de respuesta sanitaria continua resulta especialmente 
preocupante en contextos de crisis psiquiátrica, intentos suicidas o descompensaciones agudas, 
donde la inmediatez de la atención es un factor determinante. 

En el CDP de Puerto Aysén, la dotación se limita a tres TENS, una profesional de psicología que por 
lineamiento institucional restringe su atención a la población condenada y un médico general que 
concurre dos veces por semana, con un total de 11 horas. En el CCP de Coyhaique, el escenario es 
similar, agravado por la pérdida progresiva de profesionales del área técnica que no han sido 
reemplazados. Esto se traduce en un déficit de gestores de casos y de personal capacitado para 
desarrollar intervenciones terapéuticas, seguimiento clínico y contención en salud mental, debilitando 
la posibilidad de implementar abordajes integrales y sostenidos. 

A nivel de recursos materiales, la falta de insumos médicos básicos obliga, por ejemplo, a utilizar 
implementos destinados a prestaciones odontológicas para realizar curaciones generales, lo que 
evidencia una precarización de las condiciones de atención de salud. Asimismo, se reporta escasez 
de medicamentos psiquiátricos, afectando la continuidad de tratamientos farmacológicos y 
aumentando el riesgo de descompensaciones. A ello se suma una limitación estructural crítica: la 
falta de vehículos institucionales y de personal de custodia suficiente para realizar traslados, lo que 
deriva en la pérdida reiterada de horas médicas en la red externa y, en la práctica, en la interrupción o 
postergación indefinida de atenciones especializadas. 

Desde la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el acceso a la salud y, en 
particular, a la salud mental, no constituye una prestación discrecional, sino una obligación reforzada 
del Estado en su calidad de garante respecto de las personas privadas de libertad. En este contexto, 
las condiciones observadas en la Región de Aysén configuran un escenario en que dicha garantía se 
ve seriamente debilitada. La combinación de una infraestructura insuficiente, una dotación crítica y 
una gestión que descansa excesivamente en una red de salud externa que presenta limitaciones 
propias, termina por configurar un sistema que no logra asegurar prestaciones básicas de manera 
oportuna y continua. 

En términos sustantivos, ello implica que el encierro no solo restringe la libertad ambulatoria, sino que 
también expone a las personas a un entorno de desprotección sanitaria estructural, donde las 
necesidades de salud, especialmente en el ámbito de la salud mental, quedan subordinadas a 
restricciones logísticas y administrativas. Esta situación resulta incompatible con los estándares 
internacionales en materia de trato digno y prevención de tratos crueles, inhumanos o degradantes, en 
la medida en que la falta de acceso efectivo a atención de salud puede constituir, por sí misma, una 
forma de vulneración de derechos humanos. 

Análisis del CPT 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) reconoce en su 
artículo 12 el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
Este derecho no se agota en la provisión de servicios sanitarios, sino que abarca un ámbito de 
libertades individuales en el contexto de la atención: el control sobre la propia salud y cuerpo y la 
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protección frente a injerencias en la integridad personal como lo sería el no ser sometido a torturas u 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.7 

El derecho a la salud en contextos de privación de libertad constituye una obligación jurídica de 
carácter internacional que vincula a los Estados en virtud de diversos instrumentos del sistema 
universal de protección de derechos humanos.  En este ámbito, tal garantía adquiere una dimensión 
reforzada, pues el Estado asume la custodia de la persona privada de libertad y, con ello, el deber de 
velar activamente por su integridad psicofísica. Con todo, la tensión entre el ejercicio del poder 
punitivo del Estado y el deber de garantía de derechos fundamentales adquiere especial relevancia 
tratándose de personas con discapacidad psicosocial o problemas de salud mental, quienes se 
encuentran en una situación de particular vulnerabilidad al interior de los recintos penitenciarios. 

 

El contenido del derecho a la salud respecto de personas privadas de libertad han sido desarrolladas 
principalmente por instrumentos de soft law, como las Reglas Nelson Mandela y los Principios y 
Buenas Prácticas Sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas. Al 
respecto, se ha comprendido que las prestaciones de salud para las personas privadas de libertad 
deben cumplir con los mismos estándares de aquellas que no se encuentren en dicha situación8 y que 
el acceso a éstas debe ser gratuito y ejercido sin discriminación (Naciones Unidas, 2015, Reglas 
Nelson Mandela, Regla 24). En línea con ello, los servicios y la atención médica en los recintos 
penitenciarios deben garantizar la privacidad de las personas y la confidencialidad sobre el estado de 
salud (Reglas Nelson Mandela, Regla 26 y 32). Por su parte, el equipo médico tiene que ser suficiente 
para atender a las personas bajo su cuidado y, a su vez, no tener vínculos con las autoridades 
penitenciarias, dado que aquello implica una salvaguarda relevante en contra de actos que pueden 
constituir tortura o los tratos crueles, inhumanos o degradantes de este grupo poblacional9. 

 

El equipo médico en el ámbito penitenciario debe tener carácter interdisciplinario, lo que incluye 
especialidades en psicología y psiquiatría (Reglas Nelson Mandela, Regla 25). De esta forma, 
aunando lo indicado, se debe contar con atención médica regular, lo que incluye especialmente la 
atención psiquiátrica10, y con servicios de atención médica de urgencia en caso de accidentes, 
enfermedades agudas y emergencias, así como atención y tratamiento adecuados para 
enfermedades agudas, crónicas y seguimiento de casos11. Si los recintos penitenciarios no cuentan 
con lo mencionado, deben existir procedimientos adecuados de derivación a centros de salud en 
casos de urgencia, ya sea hacia otros establecimientos de salud penitenciarios o a centros en el 
exterior (Naciones Unidas, 2015 Reglas Nelson Mandela, Regla 27).  

 

Estos estándares internacionales de derechos humanos en la materia, destacan que los servicios de 
salud que se ofrecen en los recintos deben articularse con el sistema de salud público para cubrir las 
debidas atenciones y tratamientos de salud. Lo anterior también debe considerarse para que las 
políticas y prácticas que se llevan a cabo en la salud pública sean incorporadas en el trabajo de los 

11 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2004 b). Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 07 de septiembre de 2004, párr. 156. 

10 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2016). Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala, párr. 178. 

9 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2010 b). Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010, párr. 220. 

8 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2016). Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016, párr. 177. 

7 Organización de las Naciones Unidas (2000). Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General 
N°14 (2000) – El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales). 11 de agosto de 2000. E/C.12/2000/4, párr. 8. 
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organismos de salud penitenciaria12. Por lo tanto, los Estados tienen la obligación de contar con una 
regulación respecto de la atención médica que se brinde en los centros penitenciarios13. 

Las Reglas de Bangkok (Naciones Unidas, 2010) complementan el marco normativo con un enfoque 
de género, estableciendo medidas específicas para mujeres en contextos de encierro, entre ellas: el 
acceso a programas amplios de atención de salud y rehabilitación con perspectiva de género; la 
sensibilización del personal penitenciario frente al sufrimiento psíquico de las mujeres; y la 
implementación de estrategias de prevención del suicidio y autolesiones en el marco de una política 
integral de salud mental. 

 

La legislación que los Estados adopten en esta materia debe, además, garantizar el acceso a la 
justicia en igualdad de condiciones, protección contra la discriminación, la violencia y los tratamientos 
que puedan constituir tortura o trato cruel, inhumano o degradante, y asegurar condiciones básicas de 
habitabilidad, alimentación adecuada, acceso a aire libre, actividades significativas y contacto con 
redes familiares y sociales. 

 

Particularmente sobre la atención de salud mental en contextos penitenciarios, la Organización 
Mundial de la Salud (OMS, 2005), desarrolla un conjunto de recomendaciones operativas que 
complementan los estándares jurídicos mencionados. Estas, tienen que ver con: a) La detección 
temprana, prevención y cuidado apropiado de la salud mental al interior de las prisiones; b) 
Disponibilidad de apoyo psicosocial y acceso a medicación psicofarmacológica prescrita 
adecuadamente; c) En casos que requieran cuidados intensivos: traslado temporal a salas de 
psiquiatría en hospitales generales, con medidas de seguridad apropiadas; d) Capacitación de los 
funcionarios penitenciarios en salud mental, incluyendo prevención del suicidio; e) Visitas regulares 
por equipos especializados y continuidad de los tratamientos al recuperar la libertad; f) Educación e 
información a los familiares para reducir el estigma y facilitar la comprensión de las aflicciones 
psicoecmocionales asociadas al encarcelamiento; g) Implementación de políticas de promoción de la 
salud mental que incluyan la atención a personas con problemas de adicciones, como parte de los 
objetivos de salud pública. 

Lo observado en ambos recintos y a nivel regional, revela una brecha crítica que afecta el núcleo de la 
obligación estatal. La interrupción de tratamientos psiquiátricos al ingreso, la ausencia de psiquiatras 
al interior de los recintos, la lentitud extrema del flujo de derivación y la ausencia de cobertura 
nocturna de salud, son condiciones que pueden tener consecuencias graves e irreversibles para 
personas con problemas de salud física y mental. Particularmente respecto de personas con 
diagnósticos severos de salud mental, la sustitución de la intervención terapéutica por la sedación 
farmacológica y el aislamiento como respuesta estándar ante descompensaciones constituye una 
práctica contraria a los estándares de atención en salud mental y puede agudizar las condiciones que 
se busca contener.  

Por otra parte, la pérdida de fichas clínicas durante el traslado de las mujeres al CDP es un indicador 
de la ausencia de protocolos básicos de continuidad asistencial. El conjunto de estas condiciones 
transforma el encierro en un factor de riesgo adicional para las personas con necesidades de salud 
mental, en lugar de un espacio que garantice su atención y cuidado. 

13 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2019 b). Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019, párr. 84. 

12 Regla 24 de las “Reglas Nelson Mandela” y Principio X de los Principios y Buenas Prácticas Sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas. 
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VI. Conclusiones 

La visita al CCP de Coyhaique y al CDP de Puerto Aysén permite identificar un escenario en el que 
coexisten resguardos institucionales existentes y factores de riesgo persistentes que requieren 
atención preventiva. La presencia de una política formativa institucional, la articulación con la red de 
salud regional, las adecuaciones recientes en la Sección Materno-Infantil del CCP, la habilitación de la 
sección femenina en el CDP y el financiamiento aprobado por el Gobierno Regional para el 
mejoramiento del CCP constituyen bases concretas sobre las cuales es posible avanzar. El CPT los 
reconoce como tal.  

Sin embargo, los hallazgos describen con consistencia a lo largo de todas las dimensiones 
examinadas algo que va más allá de fallas puntuales de gestión: un patrón sostenido de déficit 
presupuestario, de dotación insuficiente y de ausencia de supervisión efectiva, que opera de fondo y 
que condiciona las posibilidades reales de acción tanto del personal como de la población privada de 
libertad. Ese patrón tiene consecuencias concretas y acumulativas. Las personas que pasan la noche 
sin acceso a servicios higiénicos, que esperan meses para reanudar un tratamiento psiquiátrico 
interrumpido al ingreso, que permanecen semanas sin ninguna actividad estructurada, o que resisten 
el invierno austral sin calefacción funcional, no es consecuencia solo de omisiones normativas: son 
condiciones que afectan su integridad física y psíquica de manera cotidiana. La persistencia de esas, 
sin perspectiva de corrección en el corto plazo, es lo que los estándares internacionales caracterizan 
como trato cruel, inhumano o degradante, con independencia de que exista o no una intención 
específica de causar daño.  

Al mismo tiempo, la visita permite advertir que los factores de riesgo advertidos no operan de manera 
aislada, sino que tienden a interactuar entre sí. Las condiciones materiales se tensionan con los 
niveles de ocupación; las limitaciones en la oferta programática se traducen en una mayor demanda 
sobre los dispositivos de contención; la ausencia de continuidad clínica en salud mental convierte la 
crisis psicosocial en un asunto disciplinario; y la limitada disponibilidad de canales formalizados de 
queja y denuncia reduce la trazabilidad precisamente de los hechos que más requieren ser conocidos. 
Esta interacción aconseja que la respuesta institucional se aborde de modo articulado y no 
estrictamente sectorial. 

La situación de los grupos en especial situación de protección atraviesa transversalmente todas las 
dimensiones examinadas. Las mujeres recientemente trasladadas al CDP llegaron a un recinto que no 
estaba preparado para recibirlas: sin programa ni actividades, sin continuidad clínica, sin sistemas de 
comunicación adecuados, en una sección que carece de infraestructura diferenciada. Las personas 
con discapacidad psicosocial, presentes en ambos recintos, se encuentran bajo un régimen que no 
distingue entre custodia y atención, y que tiende a responder a sus crisis con aislamiento y sedación 
farmacológica, en ausencia de los dispositivos terapéuticos que su condición requiere. En ambos 
casos, los estándares internacionales no admiten respuestas diferidas y exigen del Estado medidas 
afirmativas, concretas y sostenibles desde el momento en que la persona ingresa bajo su custodia.  

En base a lo anterior, es imperativo destacar que la privación de libertad no suspende los derechos de 
las personas ni extingue las obligaciones del Estado. Hacer efectivo ese principio en la Región de 
Aysén requiere decisiones sostenidas, recursos suficientes y una gestión penitenciaria que sitúe la 
dignidad de las personas bajo custodia como criterio rector, y no como aspiración simbólica y 
postergable. 

El CPT valora la disposición al diálogo que caracterizó el desarrollo de esta visita, tanto por parte de 
las jefaturas como del personal de trato directo. Esa apertura es un antecedente favorable y el punto 
de partida necesario para que las recomendaciones formuladas en este informe sean revisadas con el 
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propósito de que se fijen acciones y plazos específicos y que el seguimiento se institucionalice como 
parte del vínculo entre el CPT y las autoridades competentes.  

VII. Recomendaciones 

Estas recomendaciones deben entenderse como medidas de fortalecimiento institucional orientadas 
a contribuir a la atención de los factores de riesgo advertidos y al fortalecimiento de los resguardos 
institucionales existentes. Para facilitar su implementación y seguimiento, se sugieren plazos de 
carácter corto (hasta dos meses), mediano (hasta seis meses) y largo (hasta un año), según la 
naturaleza de cada medida. 

Recomendaciones a los recintos visitados 

Centro de Cumplimiento Penitenciario de Coyhaique 

Condiciones materiales 

1.​ Se sugiere examinar soluciones transitorias que permitan el acceso a servicios higiénicos 
durante las horas de encierro nocturno en los módulos masculinos, mientras se proyecta una 
solución estructural. Entre las alternativas posibles pueden considerarse la instalación de 
baños químicos en sectores específicos o la ampliación de los horarios de acceso para 
personas con condiciones médicas o de edad que hagan especialmente lesivo el encierro 
prolongado sin acceso a baño. Plazo sugerido: corto plazo. 

2.​ Se estima conveniente avanzar en la habilitación de un espacio de visitas con calefacción, 
mantención adecuada, áreas diferenciadas para niñas, niños y adolescentes, y accesibilidad 
para personas mayores y con movilidad reducida. Plazo sugerido: mediano plazo. 

Régimen y actividades 

1.​ Se considera pertinente revisar los criterios de acceso a talleres laborales y al Centro de 
Educación y Trabajo, de modo de reducir los tiempos de espera y explicitar los criterios 
técnicos de asignación. Plazo sugerido: corto plazo. 

2.​ Se sugiere ampliar la oferta de actividades disponibles para la sección femenina, evitando 
que se concentre en tareas domésticas y procurando su equivalencia con la disponible para la 
población masculina. Plazo sugerido: corto plazo. 

Seguridad y disciplina 

1.​ Se estima recomendable revisar la situación de las personas actualmente segregadas bajo el 
régimen descrito informalmente como "aislados de los aislados", con miras a identificar 
alternativas formales de segmentación o de atención, especialmente en presencia de 
diagnósticos psiquiátricos. Plazo sugerido: corto plazo. 

Centro de Detención Preventiva de Puerto Aysén 

Condiciones materiales 

1.​ Se sugiere adoptar la reparación prioritaria de las filtraciones de aguas servidas en el módulo 
de imputados, así como la reubicación transitoria de las camas que se encuentren bajo el 
área de caída de líquidos. Plazo sugerido: corto plazo. 

2.​ Se estima pertinente implementar, con vistas al invierno, un plan de contingencia de 
calefacción que contemple la certificación eléctrica de los equipos provisorios, la ventilación 
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adecuada en los espacios de uso de estufas a pellet y un mecanismo de monitoreo de 
monóxido de carbono en el módulo femenino. Plazo sugerido: corto plazo. 

3.​ Se considera conveniente proyectar el reemplazo definitivo del sistema de calefacción central, 
la modernización del sistema eléctrico y la instalación de servicios higiénicos al interior de 
todas las celdas, en el marco de un plan integral de rehabilitación de la infraestructura. Plazo 
sugerido: largo plazo. 

Régimen y actividades 

1.​ Se sugiere desarrollar una oferta estructurada de actividades para la sección femenina, que 
incluya instancias formativas, actividad física regular y acceso a educación, atendida la 
reciente habilitación de la sección y la ausencia actual de programas específicos. Plazo 
sugerido: corto plazo. 

Contacto con el mundo exterior 

1.​ Se estima conveniente explorar la implementación de un sistema de videollamadas, 
considerando la distancia geográfica que separa a las mujeres trasladadas de sus familias en 
Coyhaique. Plazo sugerido: corto plazo. 

 

Recomendaciones a la Dirección Regional de Gendarmería de Aysén 

1.​ Se sugiere articular con la Subsecretaría de Derechos Humanos un programa presencial de 
capacitación en derechos humanos, salud mental, gestión de crisis y enfoque de género, con 
cobertura prioritaria del personal de trato directo de ambos recintos. Plazo sugerido: mediano 
plazo. 

2.​ Se estima conveniente desarrollar, en coordinación con el Servicio de Salud Aysén, un 
protocolo de continuidad clínica y de traspaso documentado de fichas médicas entre recintos 
y al ingreso al sistema penitenciario, con el objeto de evitar la interrupción de tratamientos 
farmacológicos en curso. Plazo sugerido: corto plazo. 

3.​ Se considera pertinente promover, con el Servicio de Salud Aysén, una articulación que 
favorezca atención psiquiátrica presencial al interior de ambos recintos con una frecuencia 
regular, así como un mecanismo expedito de derivación al Centro de Salud Mental 
Comunitaria y a la Unidad Hospitalaria de Corta Estadía. Plazo sugerido: mediano plazo. 

4.​ Se sugiere revisar la dotación de gestores de caso y de profesionales del área técnica en 
ambos recintos penitenciarios, de modo que la carga por profesional permita un 
acompañamiento individualizado de los planes de intervención. Plazo sugerido: largo plazo. 

Recomendaciones a la Dirección Nacional de Gendarmería de Chile 

1.​ Se sugiere reafirmar, mediante comunicación interna dirigida al personal operativo, los 
estándares aplicables al uso de agentes químicos irritantes en espacios cerrados, conforme a 
la Guía de Orientaciones de Naciones Unidas sobre armas menos letales. Plazo sugerido: 
corto plazo. 

2.​ Se estima conveniente formalizar, mediante un protocolo institucional, la recepción, 
tramitación, seguimiento y respuesta a las quejas y denuncias de malos tratos, incorporando 
previsiones sobre confidencialidad, resguardo frente a represalias y remisión al Ministerio 
Público cuando corresponda. Plazo sugerido: mediano plazo. 
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3.​ Se considera pertinente emitir una orientación institucional que precise el carácter 
excepcional del aislamiento como medida primaria de contención ante crisis de salud mental, 
y que reitere el estándar de derivación preferente a la red asistencial. Plazo sugerido: corto 
plazo. 

4.​ Se estima recomendable revisar los protocolos sobre procedimientos y requisas corporales, 
de modo de evitar prácticas de desnudamiento grupal, favorecer la individualización y 
privacidad en los registros corporales, asegurar la presencia de personal del mismo sexo y 
consolidar el registro audiovisual como resguardo tanto del personal como de las personas 
privadas de libertad. Plazo sugerido: mediano plazo. 

5.​ Se considera conveniente revisar, mediante instructivo operativo, la aplicación de la sanción 
de privación total de visitas, de modo de favorecer criterios de proporcionalidad y gradualidad, 
e introducir medidas alternativas que atenúen su impacto en el vínculo familiar. Plazo 
sugerido: mediano plazo. 

6.​ Se estima oportuno revisar, en coordinación con la Escuela de Formación Penitenciaria, los 
contenidos presenciales de la formación inicial y continua sobre prohibición de la tortura, uso 
de la fuerza, salud mental, enfoque de género, trato a personas con discapacidad y gestión de 
crisis. Plazo sugerido: largo plazo. 

Recomendaciones a autoridades con competencia concurrente 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

1.​ Se estima conveniente examinar la suficiencia del presupuesto diario de alimentación, hoy 
compartido con el personal del recinto, a la luz de los estándares nutricionales aplicables, 
evaluando asimismo su asignación diferenciada. Plazo sugerido: mediano plazo. 

2.​ Se sugiere priorizar, dentro de la programación institucional de infraestructura, el proyecto del 
nuevo Centro Penitenciario de Coyhaique contemplado en el Plan Maestro, incorporando en 
su diseño los estándares de las Reglas Nelson Mandela y de las Reglas de Bangkok. Plazo 
sugerido: largo plazo. 

Ministerio de Salud y Servicio de Salud Aysén 

1.​ Se considera pertinente avanzar en una estrategia regional de salud penitenciaria integrada a 
la red pública, que incluya cobertura de atención en horario extendido, un sistema de registro 
clínico compartido y un programa estructurado de prevención del suicidio y acompañamiento 
a personas con discapacidad psicosocial. Plazo sugerido: largo plazo. 

Gobierno Regional de Aysén 

1.​ Se sugiere dar continuidad a las iniciativas de financiamiento del mejoramiento y 
conservación de la infraestructura de los recintos penitenciarios de la región, considerando su 
priorización dentro de los instrumentos regionales de inversión. Plazo sugerido: mediano 
plazo. 
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VIII. Seguimiento 

A partir de los principales hallazgos y recomendaciones de este informe, el Comité invita a las 
autoridades destinatarias a revisar en detalle su contenido y a remitir sus observaciones o 
comentarios dentro de un plazo razonable, así como a participar en instancias de seguimiento 
orientadas a acordar planes de trabajo y ritmos de atención compatibles con las capacidades 
institucionales disponibles. 

Para estos efectos, el Comité propone la suscripción de una matriz de trabajo con Gendarmería de 
Chile, en sus niveles nacional y regional, y con las autoridades sectoriales con competencia 
concurrente, en la que las propias autoridades identifiquen las medidas que estimen pertinente 
adoptar respecto de cada recomendación, el plazo de ejecución que resulte factible y los medios de 
verificación que correspondan. La matriz podrá ser objeto de reuniones periódicas de seguimiento, en 
un número y frecuencia que se acordará con cada destinatario. 

El Comité podrá realizar, en el marco de su mandato, visitas de seguimiento a los recintos visitados, 
con el objeto de verificar en terreno los avances reportados y dar continuidad al diálogo preventivo. El 
presente informe no agota, por tanto, el monitoreo del CPT respecto de los recintos visitados, sino 
que abre una fase posterior de implementación y verificación. 

El Comité expresa su disposición a mantener un diálogo técnico permanente con Gendarmería de 
Chile y con las demás instituciones concernidas, y reitera su voluntad de acompañar los procesos de 
mejora en los ámbitos observados, en el marco del mandato preventivo que le confiere el Protocolo 
Facultativo de la Convención contra la Tortura. 
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